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La educación es un derecho humano básico, la Convención sobre los Derechos del 

Niño, llevada a cabo por las Naciones Unidas en 1.989 lo reafirma en su artículo 28. El 

Estado argentino, como Estado parte, adhiere a esta Convención y adopta las medidas 

necesarias para ello. Con la sanción de La Ley de Educación Nacional 26.206/06, en su 

artículo Nº11, establece los fines y objetivos de la política educativa nacional, asegurando el 

acceso, la permanencia y la culminación efectiva de los estudios de todos los niños, 

adolescentes, jóvenes y adultos de la República Argentina; reconociendo que todos, inclusive 

las personas con discapacidades temporales y permanentes, deben educarse en las mejores 

condiciones materiales y humanas, y acceder a los aprendizajes sociales relevantes para 

desempeñarse como ciudadanos plenos, obtener trabajos dignos y seguir estudiando a lo largo 

de toda la vida. De esta manera asume la responsabilidad ineludible de garantizar el derecho a 

una educación igualitaria. 

Para llevar adelante estos fines y objetivos, se apoya en el paradigma de inclusión 

educativa. Este concepto, va más allá de la atención a las personas con discapacidad; es 

considerado el camino fundamental para que los futuros ciudadanos puedan ejercer su 

derecho a la educación en igualdad de condiciones, fomentando una cultura de respeto y 

valoración de las diferencias sociales, culturales e individuales. De esta manera, se busca 

atender y responder de manera oportuna y pertinente a las necesidades educativas de todos los 

estudiantes; a la vez que amplía las estrategias desarrollando políticas integrales y de 

inclusión específicas para la población con discapacidad, solicitando que se generen 

condiciones sostenidas en principios y características que van desde las prácticas pedagógicas, 

hasta la planeación de los apoyos individuales que atiendan sus particularidades brindando 

una trayectoria abierta y flexible que privilegie la asistencia a la escuela de modalidad común 

o también llamadas escuelas de nivel. 

Para garantizar la igualdad de oportunidades, permitiendo que todos y cada uno de los 

estudiantes, en función de sus potencialidades, estilos y ritmos de aprendizaje, puedan  

alcanzar las metas previstas, se deben construir y sostener escenarios formativos trabajando en 

el fortalecimiento de capacidades que le permitan desenvolverse en la vida, a fin de que 

puedan educarse como personas críticas, creativas, “capaces de generar permanentemente 

nuevos conocimientos y de disponer de ellos para actuar en diferentes contextos; capaces de 

pensar y actuar de una manera constructiva, ocuparse de su propio crecimiento, vincularse 

con otros y generar cambios en sus contextos
” 

(UNICEF, 2006 cito en Mejora de los 

aprendizajes de Lengua, Matemática y Ciencias, p 1.2014 Córdoba) 
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Se trata, entonces, de promover un proceso personal y social de aprendizaje, mediado 

por la intervención docente y por múltiples interacciones de los sujetos entre sí y con los 

contextos. Tomando decisiones en cada situación, sin olvidar el carácter prescriptivo del 

Diseño Curricular Jurisdiccional, ya que éste debe asegurar el derecho de los sujetos al 

currículum común, su acceso igualitario a los conocimientos socialmente significativos y 

pertinentes y a los bienes culturales, pero teniendo en cuenta que ese Diseño también habilita 

y establece un nuevo lugar para el desarrollo profesional de los docentes, al hacer explícitos 

los fundamentos de cada una de sus decisiones. 

Sin embargo, este nuevo paradigma no logra aún instituirse; Rosa Blanco y Laura 

Hernández (2014) sostienen que: 

                      Es una realidad que las escuelas están sometidas a una serie de presiones que conducen 

a la discriminación y exclusión de numerosos estudiantes de las oportunidades 

educativas, tales como la estandarización, la competencia entre escuelas por alcanzar 

mejores resultados y obtener recursos, las crecientes exigencias en materia de 

conocimiento, con la consecuente sobrecarga curricular, y el predominio de ciertos 

tipos de aprendizaje, entre otras  (p. 9). 

Algunos centros educativos no escapan a esta realidad, es más, a ella se le suman otros 

elementos para no terminar de aceptar a los estudiantes con discapacidad, como ser: el 

argumento de falta de formación y de condiciones para atenderlos adecuadamente; la 

prevalencia de estereotipos; bajas expectativas de los docentes; rigidez curricular; y la 

carencia de sistemas de apoyo, materiales y equipamientos. Todo esto genera ansiedades, 

sentimientos de frustración y en ocasiones, desorientación en cada uno de los actores 

institucionales. 

En este sentido, el presente trabajo, enmarcado en la cátedra de Trabajo Final de la 

carrera de Licenciatura en Psicopedagogía, diseña una propuesta taller dirigida a docentes de 

Nivel Primario, respecto del enfoque inclusivo de la educación y la respectiva legislación 

vigente en la provincia de Córdoba que rige los procesos de inclusión escolar de estudiantes 

con discapacidad, desde una perspectiva de derechos. Esto garantiza la puesta en marcha de 

todas las medidas que deben ponerse en marcha en una escuela, de manera de atender y 

acompañar adecuadamente, las trayectorias educativas de estos alumnos. La misma, pretende 

brindar conocimientos y herramientas a los docentes logrando en ellos, una adecuada 
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interpretación y aplicación, como también, una mirada más profunda y contextualizada de 

dicha legislación. 

Realizar una capacitación desde el enfoque de derechos en inclusión educativa, posee 

una importancia central para la educación en cualquiera de sus ámbitos y niveles, ya que el 

inciso 22 del artículo 75 de nuestra Constitución Nacional incorpora lo establecido en la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad constituyéndose así, en una 

norma de cumplimiento obligatorio, y un elemento de interpretación y de valoración 

imprescindible toda vez que se hable de discapacidad. Esto permitirá acompañar las 

trayectorias escolares de los estudiantes con discapacidad que concurren a centros educativos 

de nivel, respondiendo a sus necesidades, y también detectar y disminuir las barreras a nivel 

institucional por parte de los docentes para que se pueda lograr una participación en un 

sistema educativo abierto a la diversidad, desarrollando competencias, capacidades y 

estrategias de carácter flexible, abierto y pertinentes a cada uno de los estudiantes que allí 

transitan. 

Para dar fundamento a la propuesta de talleres de capacitación hemos estructurado este 

trabajo de la siguiente manera: En el primer capítulo desarrollamos el  nuevo modelo social de 

discapacidad, desde la perspectiva del derecho de las personas con discapacidad. La evolución 

de la  normativa orientada a las personas con discapacidad en la Argentina. Describiremos el 

enfoque inclusivo de la educación.  En el segundo capítulo, hacemos un recorrido breve sobre 

los orígenes de la legislación que sustenta la inclusión educativa; el Marco legal a través del 

tiempo y un análisis sobre las Leyes y resoluciones vigentes en la provincia de Córdoba.  En 

el tercer capítulo describimos la importancia de la formación docente en inclusión educativa y 

la necesidad de conocer el marco legal para garantizar la educación inclusiva. Para finalizar, 

en el capítulo cuatro, expondremos el proyecto de capacitación dirigido a docentes de Nivel 

Primario, y la estructura del taller propiamente dicho. En un apartado, se detallan las 

conclusiones a las que abordamos luego del recorrido realizado. También dispondremos de un 

anexo al que el lector podrá acceder para encontrar allí,  las actividades del taller de 

capacitación y formularios utilizados para la su evaluación.



 
 

 

   

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Capítulo 1 

ENFOQUE INCLUSIVO DE LA EDUCACIÓN
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“La maquinaria de la igualación compulsiva actúa contra la más linda energía del género 

humano, que se reconoce en sus diferencias y desde ellas se vincula. Lo mejor que el mundo 

tiene está en los muchos mundos que el mundo contiene...” Eduardo Galeano 

 

1.1 Modelo social de la discapacidad, una perspectiva desde el derecho de las personas 

con discapacidad. 

Para poder comprender el enfoque de la educación inclusiva, es necesario antes aclarar 

algunas cuestiones que la fundamentan. Primeramente, qué se entiende hoy por discapacidad 

y cuáles fueron los avatares históricos que acompañaron su reconceptualización. 

Partiendo de la evolución cronológica del concepto de discapacidad, y su influencia en 

los abordajes educativos de las personas con discapacidad (PCD), en un intento de resumir 

una cuestión tan abarcativa y con tanto material desarrollado al respecto, hemos tomado como 

referencia, el trabajo de Gilda Aguilar Montoya (2004) en el que se plantean tres modelos: 

El modelo tradicional: en la antigüedad a las PCD, se las consideraba seres que no 

merecían vivir, cuya consecuencia necesaria era la muerte. En la Edad Media, se los reconocía 

como anormales con causas sobrenaturales (demoníacas) por lo tanto eran perseguidos desde 

lo civil y religioso. En el período del Renacimiento, comienza de parte de la Iglesia una 

percepción más humanitaria, que intenta proteger y dar asistencia a este grupo marginal. 

Aparecen los asilos y acciones solidarias y benefactoras que dan lugar a la educación y el 

adiestramiento de los deficientes sensoriales, no así de los mentales.  

Recién, a partir del siglo XIX, la persona pasa a ser un sujeto de estudio desde el punto 

de vista psico-médico-pedagógico, planteándose la posibilidad del aprendizaje de las personas 

con deficiencias, incorporando ahora en la enseñanza, a los débiles mentales. De esta manera 

comienza a aparecer la educación especial, como prácticas de institucionalización 

especializada para cada tipo de deficiencia. Sin embargo, aún no son vistos como personas 

con derechos, quedando relegada la socialización. La marginación, la discriminación, la 

dependencia y la subestimación de las PCD, quienes no son consideradas como sujetos con 

iguales derechos que el resto de las personas que componen la sociedad, son elementos 

comunes en este modelo. 

El modelo rehabilitador: propio del siglo XX, se consolida después de la Segunda 

Guerra Mundial y centra el problema en la persona que tiene deficiencias o limitaciones. Ésta 

no tiene un déficit, sino que es un deficiente, se la identifica con la patología y aparecen 

categorizaciones etiológicas (es un Down, es un retrasado mental, es un discapacitado). Aquí 
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la persona es considerada paciente, quien para adaptarse a las condiciones del entorno que lo 

rodea debe ser sometido a la intervención de los profesionales de la rehabilitación, éstos le 

ofrecerán una serie de servicios y tratamientos. Este enfoque ve a la persona como receptor 

pasivo de apoyos institucionalizados. A nivel pedagógico, se comienza a cuestionar el 

carácter segregador de este modelo, dado que los institutos se situaban fuera del entorno 

social del sujeto, surgiendo así las prácticas integradoras a partir del principio de 

normalización, comenzando a tomar en cuenta el desenvolvimiento social de las personas. 

El modelo de la autonomía personal: su inicio se sitúa en Estados Unidos en la 

década del sesenta influenciado por la lucha de los derechos civiles, tanto de la población 

negra y feminista de ese país, como por el movimiento de vida independiente (independent 

living), producto indirecto de la guerra de Vietnam en donde se reclama la igualdad de 

oportunidades que conlleve a la eliminación de barreras mentales, prejuicios e ideologías. En 

este modelo el problema de la discapacidad ya no es el sujeto sino la situación de dependencia 

ante los demás. La discapacidad es vista como una característica más dentro de la diversidad 

de los seres humanos y no como lo que debe definir la vida de una persona, es caracterizada 

como un producto social que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las 

barreras de su entorno, que evitan la participación plena y efectiva.  

La evolución en el concepto de discapacidad expuesto en esta breve reseña, puede 

también observarse en las diferentes clasificaciones establecidas por las OMS. En 1980, 

cuando se publica la Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y 

Minusvalías, la discapacidad se define como “toda restricción o ausencia (debida a una 

deficiencia) de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se 

considera normal para un ser humano” (OMS, 1980). Posteriormente en la Clasificación 

Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud CIF (2001), la OMS 

incluyó en su definición de discapacidad los factores contextuales en los que vive el 

individuo. (CIE-10, 2001). El Informe define la discapacidad como: 

un término genérico que engloba deficiencias, limitaciones de actividad y restricciones 

para la participación. La discapacidad denota los aspectos negativos de la interacción 

entre personas con un problema de salud tales como parálisis cerebral, síndrome de 

Down, etc.; factores personales como actitudes negativas; factores ambientales de 

transporte y de edificios públicos inaccesibles; y falta de apoyo social (p. 113). 
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Hasta aquí, puede evidenciarse como la mirada ha dejado de centrarse en el déficit, 

pasando de un modelo médico-rehabilitador individual, a uno social, donde se deja de 

considerar la discapacidad como una enfermedad y se adopta la perspectiva de los derechos 

humanos que reconoce a las PCD como sujetos de derecho. 

En el marco de este proceso de afianzamiento y reconocimiento de la centralidad de la 

cuestión de derechos, en el ámbito internacional, irrumpe el primer tratado del siglo XXI: La 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPCD), aprobada en la 

Asamblea General de la ONU el 13 de diciembre de 2006, cuyo propósito es:  

...promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos 

los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con 

discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. 

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, 

mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas 

barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 

de condiciones con las demás. 

A pesar de que el término aún mantiene el marco conceptual del modelo biomédico 

definiendo la discapacidad desde la deficiencia, la CDPCD  

adopta con claridad y contundencia un enfoque dinámico que permite adaptaciones a 

lo largo del tiempo y diversos entornos socioeconómicos, y hace hincapié en que lo 

que provoca la situación de discapacidad es la interacción con diversas barreras. Esto 

implica que la remoción de esas barreras supone la superación de la limitación o el 

impedimento (Rosales, 2008 citado en Acuña, 2010, p. 135)  

A partir de este nuevo enfoque es necesario considerar que: la discapacidad es una 

característica más del ser humano, que puede devenir en cualquier etapa de la vida, sin 

discriminar género, etnia, edad, religión, condición económica, política o social. Por lo tanto 

la persona con discapacidad es una persona, siendo un sujeto de derechos y el Estado es el 

responsable de garantizar su adecuado ejercicio, a través de la formulación e implementación 

de políticas públicas y medidas de acción afirmativas, que permitan la equiparación de sus 

oportunidades. 
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Al formar parte de la diversidad de las personas que conforman la sociedad, la 

discapacidad es una responsabilidad social y se debe facilitar su participación dentro de ella, 

eliminando las barreras actitudinales, físicas, de comunicación e información existentes. De 

este modo la Convención constituye un elemento de interpretación y de valoración 

imprescindible toda vez que se hable de discapacidad. 

Una de las formas más concretas para apreciar el significado actual de la palabra 

discapacidad es a través del lenguaje, reconociendo que este enfoque de derechos da sustento 

a la utilización de una terminología adecuada: se comienza a hablar de persona con y sin 

discapacidad, evitando eufemismos como “personas con capacidades diferentes o especiales”, 

“víctima, padece, sufre de...”, “minusválido/a, inválido/a o lisiado/a”, “paciente o enfermo/a”; 

y  sin sustantivar definiendo solo por la deficiencia, “discapacitado/a”. Lo correcto es decir 

persona con discapacidad auditiva, motora, etc., ya que de otro modo, parece que la 

discapacidad toma todo el sujeto, refiere a toda la persona.  

 

1.2. La normativa orientada a las personas con discapacidad en la Argentina. 

En nuestro país, los primeros antecedentes sobre leyes en esta temática  se  encuentran 

en los inicios del siglo XX  y se referían a problemáticas específicas fundamentalmente la de 

las personas con discapacidad visual. 

 En marzo 1981, se sanciona la Ley 22.431, que crea el Sistema de Protección Integral 

de las Personas Discapacitadas, dando por primera vez un marco organizador al esquema de 

respuesta estatal a la problemática de la discapacidad. 

Paradójicamente, esta ley se dio en el  escenario de un gobierno dictatorial, el de Jorge 

R. Videla, donde primaba un contexto de represión y de violación de los derechos 

individuales y sociales. En ese momento, la Argentina participaba del Comité de las Naciones 

Unidas quien organizaba el Año Internacional de los Impedidos, solicitando a los países 

partes que adopten normas acordes con los principios y recomendaciones emanadas de los 

organismos internacionales. En concordancia, el gobierno militar decidió la conformación de 

una comisión intersectorial, para la redacción de un anteproyecto que contemplara, de modo 

abarcativo, la temática de la discapacidad. Por ello, tal iniciativa parece explicarse más, por el 

fuerte impulso internacional en relación a los derechos de las PCD, que por una demanda 

legítima de la sociedad en su conjunto. De hecho, recién dos años después, al término de este 

periodo de gobierno,  se reglamentó bajo el  Decreto 498/83.  
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Si bien esta ley otorgó a las PCD atención médica, educación y seguridad social, sólo 

distribuía responsabilidades entre distintos ámbitos gubernamentales, sin presentar referencias 

puntuales a aspectos vinculados con los recursos que harían posible el financiamiento de los 

servicios que pretendía asegurar. De manera excesivamente genérica, afirmaba, en su art. 4, 

que “El Estado, a través de sus organismos dependientes, prestará a los discapacitados, en la 

medida en que éstos, las personas de quienes dependan, o los entes de obra social a los que 

estén afiliados, no puedan afrontar, los siguientes servicios [...]”  

En el año 1987, se crea la Comisión Nacional Asesora para la Integración de Personas 

Discapacitadas (CONADIS), para llevar adelante políticas públicas de Estado sobre la 

problemática de la discapacidad. En esta etapa, el trabajo conjunto del Estado y la sociedad 

civil fue fundamental para impulsar y formalizar la mayor parte de la legislación que aún hoy 

está vigente. 

En 1994, con la reforma de la Constitución Nacional, los derechos de las personas con 

discapacidad alcanzan explícitamente el rango constitucional en la incorporación del  inc. 23 

del art. 75 el cual incita a legislar y promover medidas de acción que garanticen la igualdad de 

oportunidades y trato, para el ejercicio de los derechos adoptados por los tratados 

internacionales.  

En 1996, se crea el Consejo Federal de Discapacidad  mediante la sanción de la Ley 

24.657, promulgada en junio de ese mismo año, en donde constan sus integrantes, objetivos, 

funciones y atribuciones. Este Consejo se conforma por representantes del sector 

gubernamental de la ciudad de Buenos Aires y de los niveles provincial y nacional que 

ejercen autoridad en lo relativo a políticas para personas con discapacidad, y representantes de 

organizaciones de la sociedad civil abocadas a dicha temática. Su propósito sería monitorear 

los problemas que enfrentan las personas con discapacidad en las diversas regiones del país y 

las políticas implementadas en relación a ello, para luego recomendar políticas que den 

respuesta a tales desafíos. 

Luego, durante los años sucesivos, se aprobaron y reglamentaron diferentes 

normativas cuyo objetivo fue institucionalizar y reglamentar la financiación, tanto de las 

prestaciones dirigidas a las PCD, como de los servicios que las integran, abarcando éstas, 

prestaciones de carácter preventivo, asistenciales y educativas. 

Finalmente, en mayo de 2008, se sanciona la Ley 26.378, promulgándose en junio del 

mismo año, donde la República Argentina ratifica la adhesión a la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPCD) y su Protocolo facultativo, aprobados 
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mediante resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas del 13 de diciembre de 

2006. 

En el año 2014, se le otorga rango constitucional al referido tratado de derechos 

humanos, llevando a la Convención a la máxima expresión legislativa contemplada en nuestra 

Constitución Nacional, a través de la Ley N° 27.044, ya que, como señala Acuña (2010) tal 

normativa forma parte del “bloque de constitucionalidad”, integrado por la Constitución y 

los Tratados, a los que se les otorga jerarquía constitucional; un escalón más abajo se 

encuentran los demás tratados internacionales ratificados por la Argentina y, por debajo de 

ellos, las otras leyes (p. 131). 

En 2015 la ONU realiza la Cumbre de Desarrollo Sostenible 2015 de la que  nuestro 

país forma parte. En ella se aprobaron los 17 objetivos de aplicación universal que, desde el 

1° de enero de 2016, rigen los esfuerzos de los 193 Estados Miembros, para lograr un mundo 

sostenible para el año 2030, generando políticas inclusivas tendientes a superar la exclusión, 

de manera de trabajar  transversalmente los principios de la CDPCP.  

En búsqueda del cumplimiento de dicho acuerdo, en el año 2017 con el Decreto Nº 

698, se crea un ente autárquico con dependencia directa de la Secretaría General de la 

Presidencia de la Nación: la Agencia Nacional de Discapacidad (ANDIS) que plantea, la 

continuidad de las competencias de la Comisión Nacional Asesora para la Integración de las 

Personas con Discapacidad (CONADIS) y de la Comisión Nacional de Pensiones 

Asistenciales. Con el Decreto N° 868/2017 se constituye el “PLAN NACIONAL DE 

DISCAPACIDAD”  que tendrá como objeto la construcción y propuesta de políticas públicas 

tendientes a la plena inclusión social de las personas con discapacidad, contemplando los 

principios y obligaciones comprometidos por medio de la CDPD, aprobada por la Ley 

26.378.” (Art 1) 

Recientemente, el gobierno nacional, a través del Decreto 187/2022, dispuso la 

constitución del Fondo Nacional para la Inclusión de las Personas con Discapacidad 

(FONADIS), destinado al financiamiento de programas a favor de las personas con 

discapacidad. Además, el mismo decreto, crea el Consejo de Articulación de Programas para 

Personas con Discapacidad, que conformado por la ANDIS y los miembros gubernamentales 

y no gubernamentales del Consejo Federal de Discapacidad, será el responsable de la 

administración del Fondo y del diseño de los programas del mismo. Acorde con lo establecido 

en la CDPCD, las medidas anteriormente expuestas,  contribuyen a la transformación de la 

sociedad dándole protagonismo a las PCD, a sus familias y a las organizaciones vinculadas a 
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ellas, estableciendo acciones concretas para el seguimiento y la evaluación de su aplicación, 

con el objetivo de garantizar mejores condiciones para la autonomía personal, la participación 

e igualdad de oportunidades. 

 

1.3.  La educación de la PCD. Primeros pasos en integración escolar. 

La educación desempeña un papel importante en el desarrollo de un país, contribuye o 

debe contribuir a la riqueza del mismo, al cambio social, al bien común e individual. Es el 

principal instrumento de movilidad social y socialización, favoreciendo una auténtica 

democratización de la sociedad. Para conseguir que un país cuente con ciudadanos que 

respeten y se comprometan con una sociedad pluricultural e inclusiva, en donde todos puedan 

ejercer sus derechos de manera plena, se requiere de un sistema educativo que abra sus 

escuelas a todos los estudiantes y que les asegure a cada uno de ellos una enseñanza capaz de 

atender las diferencias existentes.  

La escuela, como institución social, tiene la misión de ayudar a cada sujeto a conocer 

las normas y pautas sociales básicas para la convivencia enseñándole a convivir con las 

diferencias y convirtiéndose ella misma en elemento integrador, siendo “capaz de educar a 

todos los alumnos, sea cual sea su cultura, su origen social y familiar o su capacidad para 

participar, conjuntamente, en el proceso de aprendizaje” (Marchesi, 2000 en García Fraile, 

2004. p. 34). Porque si la escuela no atiende a las diferencias individuales, esta diversidad se 

traduce en desigualdad educativa, la que repercutirá en desigualdad social. A lo largo del 

tiempo en la República Argentina, en concordancia con el desarrollo de diferentes ideologías 

a nivel mundial, se han sucedido diversos cambios en la implementación de políticas públicas 

que intentan atender a las desigualdades para contribuir a una sociedad más justa y equitativa. 

La  escuela común, obligatoria, laica y gratuita, nacida por la Ley 1420 de 1.884 con 

los ideales de la modernidad de formación de una sociedad igualitaria, se organizó como un 

medio para distribuir conocimientos a todos, y producir una cultura común que garantice la 

inclusión en una sociedad integrada. Sin embargo, no pudo dar respuesta a la heterogeneidad, 

sobre todo en lo referido a las PCD, ya que paralelamente “las escuelas especiales, en un 

intento paradójicamente "socializador" fueron las depositarias de todo ese gran cúmulo de 

individuos diferentes, que perdían su posibilidad de tener un lugar dentro de las instituciones 

comunes precisamente por “funcionar diferente de la norma” (Gobierno de la provincia de 

Córdoba, 2009). Es así que, fundada con este mandato segregador, a las escuelas especiales se 
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les da la tarea de educar de manera diferente, desde una pedagogía terapéutica centrada en la 

atención individual del alumno, que responde a un  enfoque basado en los déficits y a un 

modelo médico-rehabilitador. De este modo, la educación pública fue legitimando, en su 

accionar,  el apartamiento de los sujetos con alguna problemática, ya sea comportamental o 

referida a aquellos que no adquirían los conocimientos de lectura y cálculo de la misma 

manera y ritmo promedio que sus pares. 

Los estudios realizados por Binet-Simon (1905) acerca del desarrollo intelectual y la 

elaboración de una nueva definición de retraso mental relacionada a los niveles de cociente 

intelectual (Límite, Leve, Moderado, Grave, Profundo), marca una calificación entre los niños 

que podrían beneficiarse de una educación, de los que no lo harían. En la década del cuarenta 

en EEUU, Kanner descubre una nueva categoría de enfermedad mental, el autismo, cuya 

característica principal era la incapacidad para relacionarse con el entorno de manera normal. 

De esta manera los diferencia de aquellos que parecían retrasados mentales, atrayendo la 

atención de los pediatras y psiquiatras sobre esos síntomas para que estos niños fueran 

estudiados, diagnosticados y atendidos de manera especial.  

Con estas investigaciones, que aportan certezas sobre la educabilidad de las PCD, nace 

la psicología escolar que colabora en la toma de conciencia sobre la enseñanza de estos 

estudiantes en la escuela común llevando a cabo adaptaciones de material, de método y de 

programas y, para los que presentaban mayor gravedad, el ofrecimiento de clases 

especializadas pero buscando la adaptación social, surgiendo los talleres protegidos, como 

lugares especializados en este tipo de atención. 

Si bien, las investigaciones acerca de la discapacidad comienzan a hacerse más 

notorias, en ese momento no logran tener gran aceptación en el colectivo docente.  Es así 

como la escuela común, continúa sin poder dar respuesta efectiva a las dificultades que 

presentaban ciertos estudiantes en la adquisición de los contenidos en los tiempos previstos, 

fomentando que la llamada educación especial, se consolide como un sistema educativo 

paralelo. La aceptación del modelo de que los niños con CI bajo y/o problemas de adaptación 

al entorno, deberían asistir a clases especiales o grados diferenciales generó cierto alivio en 

los docentes de las escuelas comunes y comenzó a surgir la figura del profesor de educación 

especial, el cual podría proveer una serie adaptada de programas y servicios que atiendan a 

sus necesidades educativas. 
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Con el correr de los tiempos, en los países escandinavos y en EEUU, empieza a 

aparecer un cambio conceptual, en relación a la atención de las PCD, en especial aquellas con 

retraso mental, las cuales ya eran susceptibles de integrarse en escuelas, talleres y viviendas 

ordinarias.  

En 1960 aparece el principio de Normalización que plantea que todas las personas 

tienen derecho de llevar una vida lo más normalizada posible, y utilizar los servicios normales 

de la comunidad. Wolfenserger (1972), la definió como: “la utilización de medios tan 

normativos como sea posible, de acuerdo con cada cultura, para conseguir o mantener  

conductas o características personales tan cercanas como sea posible a las normas culturales 

del medio donde vivía la persona” en Toledo González, 1981, p. 29. Este principio parte de la 

base ideológica de que toda persona, por el hecho de serlo, tiene la misma dignidad y 

derechos que el resto de los ciudadanos y por lo tanto debe contar con una responsabilidad 

creciente a medida que se va desarrollando. Por lo tanto,  

la normalización no implica la desaparición de las diferencias, ni la absorción de las 

minorías de una sociedad promedio, sino la igualdad de oportunidades para acceder a 

los bienes y recursos de la comunidad y el vivir la propia vida, aunque sea diferente, 

en el marco en el que la viven los demás. (Toledo González, 1981, p. 34). 

Basados en este principio y apoyados por los estudios de Decroly, Montessori, 

Inhelder, Piaget y Vigotsky se incorporaba la idea de la interacción del individuo con el 

ambiente como característica determinante de su personalidad e inteligencia. Es así que los 

padres de niños con discapacidad comienzan a cuestionar la razón  por la que sus hijos eran 

segregados incumpliendo con el objetivo de la integración social, exigiendo que la escuela 

ordinaria o común los reciba dentro de su matrícula. Esta apertura, marcó los primeros pasos 

de la integración escolar de niños con discapacidad. 

En esta época en nuestro país, alrededor de 1960, ya existen antecedentes de 

integración escolar en escuelas primarias, atendiendo principalmente a los déficits de origen 

sensorial (visión y audición) siempre y cuando se cuente con los apoyos educativos especiales 

y la asistencia a contraturno a la escuela especial. Para brindar atención a los niños que 

manifiestan dificultad de aprendizaje en la escuela común, se crean en 1973 las Escuelas 

Especiales de Recuperación, basadas “en la necesidad de hacer efectivo el principio 

fundamental de la Política Educativa de la Revolución Argentina de hacer llegar a todos los 

niños los beneficios de la acción educativa sistemática, principio que se ve interferido en el 
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ciclo primario por las altas tasas de deserción y repitencia” (Lus, 1995, p.71). Este plan está 

destinado a niños y niñas entre 6 y 15 años que presentan déficit leve y que puedan asimilarse 

gradualmente a la enseñanza común, o puedan terminar la forma de escolaridad común 

primaria. Cada grupo trabaja sobre los objetivos fijados por el currículo del Nivel Primario. 

En 1974, Córdoba registra integración en Jardín de infantes, para niños con déficit 

sensoriales. Las mismas tienen el carácter de “espontáneas” dado que no resultaron  de una 

política de estado a nivel  nacional o regional. 

 Paralelamente a estas políticas educativas nacionales, en el Reino Unido (1974) se 

constituye el Comité de investigación sobre la educación de niños y jóvenes deficientes, con 

el objeto de estudiar la situación de la educación especial en ese país. Esta junta elaboró en  

1978 el Informe Warnock, que entre otras líneas concluyó que:    

- ningún niño con deficiencias debe considerarse ineducable, 

independientemente de las dificultades que manifieste, rechazando la idea de la 

existencia de dos grupos de niños: los deficientes (que necesitan educación 

especial) y los no deficientes (los que reciben educación), y resalta la 

necesidad de una intervención a temprana edad. 

- recomienda la abolición de la clasificación legal de alumnos deficientes, 

proponiendo que la prestación educativa se realice en base a una descripción 

detallada de las necesidades especiales en cuestión, y se utiliza el término 

“dificultades de aprendizajes” -leve, moderado o severo- reconociéndose que 

en éstas influye también la interacción con el contexto educativo (currículo, 

métodos de enseñanza, organización escolar, etc.) y propone un estricto 

proceso de evaluación antes de considerar a un alumno con Necesidades 

Educativas Especiales (NEE). 

- los fines de la educación son los mismos para todos y teniendo en cuenta que, 

cada niño presenta necesidades educativas que le son específicas, estos fines se 

deben definir como lo que el niño necesita (individualmente) para realizar un 

progreso. Por lo tanto las NEE forman un continuo de prestaciones, que van 

desde la ayuda temporal hasta la adaptación permanente o a largo plazo del 

currículo ordinario. 

Todo lo antes mencionado sirvió para impulsar la política de integración escolar, 

como así también replantear la formación del profesorado y de la formación permanente.  
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Estas investigaciones europeas tuvieron fuerte repercusión en nuestro país planteando 

los primeros debates sobre la díada segregación-integración, dado que las llamadas Escuelas 

de Recuperación habían crecido en número, favorecidas por la puesta en marcha de un 

currículum de educación común que demandaba la necesidad de que la escuela estuviera 

formada por un grupo social homogéneo.  

Las Naciones Unidas declara al año 1981 como Año Internacional del Discapacitado, 

para difundir el concepto de integración de las PCD en todos los ámbitos incluyendo la 

escuela común. En nuestro país, se establece a este año como Año Nacional de los Impedidos 

y se sanciona la Ley 22.431/81, que constituye el sistema de protección integral de las PCD, 

la cual establece en su art 4 inc e: la “Escolarización en establecimientos comunes con los 

apoyos necesarios provistos gratuitamente, o en establecimientos especiales cuando en razón 

del grado de discapacidad no puedan cursar la escuela común”. Sin embargo, a pesar de 

estas formulaciones legales, la inserción de PCD en las instituciones denominadas de 

escolaridad común, no logró afianzarse. 

Con el retorno a la democracia en 1983, la Universidad de Buenos Aires, desde la 

Cátedra de Educación Especial, comienza a difundir más fuertemente los principios de 

Integración y de Normalización, como así también, analiza los modelos de Integración 

elaborados por Europa. En la provincia de Córdoba se conforma el Área de Educación 

Especial en el Ministerio de Educación (1986), proponiendo un programa piloto y 

experimental de Integración escolar de estudiantes con NEE, derivadas de alguna 

discapacidad -estudiantes que asistían o eran derivados a instituciones de educación especial- 

a través de la Dirección de Apoyo Escolar Interdisciplinario, de la cual depende el 

Departamento de Modalidad Especial. A nivel Nacional, la Dirección Nacional de Educación 

Especial, dependiente del Ministerio de Educación y Cultura de la Nación lanzó el Plan 

Nacional de Integración (1988), definiendo a la integración como todo proceso que posibilite 

la participación plena del alumno con déficit y/o talentoso en la sociedad a la que pertenece. 

Este proceso podría realizarse tanto en escuela común como en escuela especial.    

Tomando en cuenta los aportes e investigaciones realizadas a partir del informe 

Warnock, se comienza a redefinir los conceptos de Educación Especial y de NEE. Al primero 

se lo entiende como la combinación de currículo, enseñanza, apoyo y condiciones de 

aprendizaje necesarias para satisfacer las NEE del alumno de manera adecuada y eficaz, que 

se imparte  individualmente o junto a otros a lo largo o en algún tramo de su vida escolar 

(Ortiz González, 2005, p. 58). En relación al segundo concepto se entiende  NEE:   
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cuando a una deficiencia (física, sensorial, intelectual, emocional, social o cualquier 

combinación de éstas) afecta el aprendizaje hasta tal punto que son necesarios algunos 

o todos los accesos especiales al currículo, al currículo especial o modificado, o a unas 

condiciones de aprendizaje especialmente adaptadas para que el alumno sea educado 

adecuada y eficazmente. Las mismas pueden presentarse en cualquier punto en un 

continuo que va desde la leve hasta la aguda, puede ser permanente o una fase 

temporal en el  desarrollo del alumno. (Ortiz González, 2005, p. 58) 

Este nuevo planteamiento comienza a influir en el sistema educativo, tanto en su 

estructura como diseño curricular, tornándose más flexible. Para analizar la coherencia entre 

este nuevo modelo y las programaciones teórico-prácticas de las distintas universidades y 

profesorados de educación especial del país, por iniciativa de la Facultad de Filosofía y Letras 

de la Universidad Nacional de Buenos Aires, se organizaron en 1991 las Primeras Jornadas 

Intercátedras de Educación Especial, logrando que en 1993 se constituya la Red Universitaria 

de Educación Especial, con sede en la Universidad Nacional de Misiones.  

A pesar de la sanción de diferentes políticas educativas nacionales y provinciales en 

torno a esta temática, la perspectiva integracionista sólo tenía una implementación discursiva, 

ya que la verdadera puesta en acto quedaba supeditada a la buena voluntad de cada institución 

escolar  y /o  del docente a cargo del grado, de recibir en su matrícula a estudiantes con NEE. 

Más aún, el sistema educativo permanecía más o menos intacto (bajo el predominio de la 

pedagogía homogeneizadora), mientras que quienes debían integrarse tenían la tarea de 

adaptarse a él. 

1.4. Afianzamiento del modelo integracionista. La educación inclusiva como instancia 

superadora. 

En la búsqueda de hacer realidad el derecho a la educación de niños y niñas, 

establecido en la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), y reafirmado por el 

artículo 28 de la Convención sobre los Derechos del Niño de las Naciones Unidas (1989), la 

comunidad internacional realiza un seguimiento, observando que 

las oportunidades educativas eran limitadas, muchas personas tenían poco o ningún 

acceso a la educación; la educación básica estaba concebida en términos restringidos 
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de alfabetización y cálculo, más que como una base más amplia de aprendizajes para 

la vida y la ciudadanía; y ciertos grupos marginales -personas con discapacidad, 

miembros de grupos étnicos y minorías lingüísticas, niñas y mujeres, etc.- enfrentaban 

el riesgo de ser totalmente excluidos de la educación. (Temario Abierto sobre 

educación inclusiva. Materiales de apoyo para responsables de Políticas educativas, 

2004, p. 17)
. 

Por tal motivo se llevó a cabo la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos 

(Jomtien, Tailandia, marzo de 1990), dando como resultado la Declaración Mundial sobre 

Educación para Todos y el Marco de Acción para Satisfacer las Necesidades Básicas de 

Aprendizaje, con el objetivo de proporcionar una enseñanza primaria universal y erradicar el 

analfabetismo de los adultos;  mejorar la calidad de la educación básica y dar con los medios 

más eficaces para satisfacer las necesidades básicas de aprendizaje de diversos grupos 

desasistidos.  

La Conferencia Mundial sobre Necesidades Educativas Especiales (Salamanca, 1994), 

dio un nuevo ímpetu a la idea de educación inclusiva, para hacer avanzar el objetivo de la 

Escuela para Todos (EPT). Ésta dio como resultado dos documentos: la Declaración de 

Salamanca, de principios, políticas y prácticas para las NEE, y el Marco de Acción sobre 

NEE.  Su conclusión fue que los problemas observados no podían resolverse manteniendo las 

políticas tradicionales basadas en el desarrollo de sistemas y escuelas separadas para niños 

con NEE. Era necesario un enfoque muy distinto, que respondiese a la diversidad dado que 

cada niño tiene sus propias características, intereses, capacidades y necesidades; “si el 

derecho a la educación significa algo, se deben diseñar los sistemas educativos y desarrollar 

los programas de modo que tengan en cuenta toda la gama de esas diferentes características 

y necesidades” (UNESCO, 1994, p. viii) 

Para alcanzar esta meta se requiere de una transformación de las escuelas comunes, ya 

que deben ser capaces de educar a todos los niños de su comunidad, reconociendo  

las diferentes necesidades de sus alumnos y responder a ellas, adaptarse a los 

diferentes estilos y ritmos de aprendizaje de los niños y garantizar una enseñanza de 

calidad a través de un programa de estudios apropiado, una buena organización 
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escolar, una utilización adecuada de 1os recursos y una relación con sus comunidades 

(UNESCO, 1994, Marco de Acción, p. 11-12) 

En esta Declaración, la inclusión educativa es vista como un principio o criterio 

orientativo, moralmente importante, pero que no necesariamente compromete a sus 

destinatarios. La mayoría de los sistemas educativos de los países firmantes, toman la 

integración como política educativa de Estado; esto significa que todos los niños puedan 

aprender y que la escuela debe crear dispositivos que les permita a ellos educarse. 

Como ya hemos mencionado, esta Conferencia respalda y amplía el concepto de NEE 

establecido en el informe Warnock, extendiendo esta mirada a todo el estudiantado, no sólo a 

las PCD. De esta manera, los delegados creen y proclaman que al atender a la diversidad en la 

escuela común, se crean oportunidades para brindar educación de calidad y equidad, porque  

las personas con NEE deben acceder a las escuelas ordinarias que deberán integrarlos en una 

pedagogía centrada en el niño, para satisfacer esas necesidades, 

las escuelas ordinarias con esta orientación integradora representan el medio más 

eficaz para combatir las actitudes discriminatorias, crear comunidades de acogida, 

construir una sociedad integradora y lograr la educación para todos; además, 

proporcionan una educación efectiva a la mayoría de los niños y mejoran la eficiencia 

y, en definitiva, la relación costo-eficacia de todo el sistema educativo (UNESCO, 

Declaración de Salamanca 1994, punto 2, pág. IX) 

Para el logro de estos objetivos se insta a  revisar el currículo escolar y la intervención 

educativa. El mismo debe facilitar oportunidades variadas y significativas para aprender, 

como también ser flexible y poder ser adaptado a las NEE de los estudiantes. 

En este sistema no puede desconocerse el peso y la vigencia con la que aún contaban 

las escuelas especiales. Frente a esto, la Conferencia propone realizar un aprovechamiento 

máximo de recursos existentes otorgando a la educación especial un nuevo rol, el de ser 

impulsor y formador de las escuelas integradoras, cambiando la perspectiva que se tenía hasta 

el momento:  

El personal de estas instituciones especiales posee los conocimientos necesarios para 

la pronta identificación de los niños con discapacidades. Las escuelas especiales 

pueden servir también como centros de formación para el personal de las escuelas 
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ordinarias. Finalmente, las escuelas especiales -o los departamentos dentro de las 

escuelas integradoras-pueden continuar ofreciendo una mejor educación a los 

relativamente pocos alumnos que no pueden ser atendidos en las escuelas o clases 

ordinarias. (UNESCO, 1994, Marco de Acción, p. 12) 

Se constituyen en sistemas de apoyo diversificado y continuo disponible tanto para 

todos los estudiantes, que así lo requieran, como para los docentes, “prestando desde una 

ayuda mínima en las aulas ordinarias hasta la aplicación de programas de apoyo pedagógico 

suplementarios en la escuela, ampliándolos, cuando sea necesario, para recibir la ayuda de 

profesores especializados y de personal de apoyo exterior.” (UNESCO, 1994, Marco de 

Acción, p. 22) 

En nuestro país, sobre este punto y atendiendo a lo propuesto en la Declaración, el 

Ministerio de Cultura y Educación de la Nación, decreta el “Acuerdo Marco para la educación 

especial”, planteando nuevas funciones y estableciendo cuáles serán las prestaciones y 

servicios que se brindará en la escuela común. Entre ellas, podemos mencionar que 

“Elaborarán Proyectos Educativos Institucionales y adecuaciones curriculares sobre la base 

del Diseño Curricular común jurisdiccional, enfatizando la calidad educativa con 

experiencias variadas y equivalentes y favoreciendo el aprendizaje significativo, el trabajo 

grupal y la relación con la comunidad” (Acuerdo Marco, 1998, p. 5). Estas adaptaciones 

curriculares posibilitarán el acceso de estudiantes con NEE al currículum común  o brindarán 

aprendizajes equivalentes  a través de la selección, elaboración y construcción de propuestas 

que lo enriquecen o diversifican, en alguno de sus elementos; existiendo tres categorías: las de 

acceso, las curriculares propiamente dichas y las de contexto. 

De este modo, se produce una ruptura con la visión que pone el acento en el “déficit” 

de los estudiantes y se enfatizan, en cambio, los recursos educativos que la escuela requiere 

para responder a las necesidades de cada uno, existiendo iniciativas dirigidas a promover un 

mayor grado de inclusión. Pero, este modelo de integración exigía que el estudiante pudiera 

permanecer en el sistema tal como está diseñado, aunque con adecuaciones o adaptaciones. El 

peso central estaba puesto en la persona, quien debía adecuarse al medio, a las normas, estilos, 

hábitos y prácticas existentes que continúan medianamente inalterables frente a su presencia. 

El Foro Mundial sobre la Educación, celebrado en Dakar el año 2000, los cambios en 

la conceptualización de la discapacidad a partir del artículo 24 de la Convención sobre los 

derechos de las personas con discapacidad (2006), el surgimiento de un paradigma social y la 
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multiplicidad de tratados y textos internacionales, tienen por objetivo la implementación de 

políticas de Estado tendientes a proteger y hacer cumplir el derecho de todas las personas a 

una educación básica y de calidad, como también, combatir toda forma de exclusión y 

marginación, promoviendo conjuntamente oportunidades de educación a lo largo de toda la 

vida. Es desde este contexto, que surge la necesidad de transformar profundamente el sistema 

educativo, y dando respuesta a ello, el enfoque inclusivo de la educación toma fuerza como 

una instancia superadora del modelo de integración, que hasta el momento vinculaba 

solamente a estudiantes con NEE asociadas a algún tipo de discapacidad. 

El enfoque inclusivo parte de la base de la diversidad como característica de toda 

sociedad, respetando lo diferente de cada persona como derecho y como valor. Por ello, la 

inclusión se presenta como un enfoque filosófico, político, social, económico y básicamente 

pedagógico para: 

-La aceptación y la valoración de las diferencias en una escuela que es de 

todos, para todos y para cada uno. 

-La definición de políticas que protejan el interés superior del niño y de los 

sujetos de la educación. 

-El desarrollo del sentido de comunidad, solidaridad y pertenencia plural. 

-La promoción de las alfabetizaciones múltiples. 

-El aprendizaje constructivo y la valoración de las capacidades de todos los 

estudiantes. 

-Una cultura educativa, en la cual todos se sientan partícipes. (Ministerio de 

Educación de la Nación, 2009, p. 18) 

 La UNESCO define la educación inclusiva “como un proceso orientado a responder 

a la diversidad de los estudiantes incrementando su participación y reduciendo la exclusión 

en y desde la educación” (UNESCO, 2008, p. 7). Es por ello que la inclusión educativa no 

está dirigida a la educación especial, sino a la educación en general; se concentra en la 

adecuación del entorno y no en las limitaciones del estudiantado. No persigue cambiar o 

corregir las diferencias entre las personas, sino enriquecerse de ellas. Pretende eliminar las 

barreras con las que se encuentran las PCD y que les impiden participar en la sociedad. 

Por ello es que, enunciar políticas inclusivas y equitativas requiere: 

-  La toma de conciencia de que las dificultades que enfrentan los estudiantes y 

que surgen del entramado mismo del sistema educativo, en cuanto a su 
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organización, formas de enseñanza, entorno de aprendizaje y evaluación de los 

progresos; y por ende las dificultades no se derivan solamente de sus 

particularidades. Atender a estas diferencias individuales es brindar 

oportunidades para democratizar y enriquecer el aprendizaje, actuando como 

catalizador para la innovación que puede beneficiar a todos los estudiantes, 

independientemente de sus características personales y sus circunstancias en 

el hogar (UNESCO, 2017, p. 13). 

-   La recopilación, el cotejo y la evaluación de evidencias sobre las barreras al 

acceso de los niños a la educación, a la participación y a los logros, prestando 

especial atención a  aquellos que pueden estar más expuestos al fracaso, la 

marginación o la exclusión. 

-   Entender que los sistemas educativos más incluyentes y equitativos tienen 

como potencial promover la igualdad de género, reducir las desigualdades, 

desarrollar las capacidades de los docentes y del sistema, y fomentar los 

entornos de aprendizaje de apoyo. 

- El reconocimiento de los beneficios de la diversidad, valorando la presencia, 

la participación y los logros de todos los estudiantes, independientemente de 

sus contextos y características personales. 

Por lo tanto, la inclusión educativa implica la contribución a una mejora general en la 

calidad de la educación y de la comunidad, que requiere del esfuerzo, responsabilidad y 

compromiso de todo el Sistema Educativo. Esto implica necesariamente la formación de todos 

los educadores, que son quienes llevan adelante la tarea cotidiana en las escuelas. 

Desde este enfoque, las instituciones educativas deberían analizar diferentes 

dimensiones comprometidas: 

-  Creación de culturas inclusivas que sean acogedoras, motivadoras y 

colaboradoras, para que cada miembro de la comunidad escolar pueda ser 

valorado en su singularidad con el propósito de  que obtenga mayores logros,  

además de desarrollar valores inclusivos compartidos por todos. 

-    Elaboración de políticas inclusivas plasmadas en los diferentes proyectos 

educativos en vistas de mejorar el aprendizaje y la participación de todos, 

contando con el apoyo de  la educación especial, cuando la situación así lo 

requiera  
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-    Desarrollo de prácticas inclusivas, para resguardar que las prácticas tanto en 

el aula como fuera de ella, estimulen la participación de todos, teniendo en 

cuenta cada contexto individual y social, superando las barreras de aprendizaje. 

 

Entonces, el enfoque inclusivo se presenta como la oportunidad para construir una 

educación enfocada en la perspectiva de derechos, lo cual implica tener como punto de partida 

el respeto y la comprensión del otro como diferente, brindándole las herramientas, 

experiencias, saberes, estrategias, que le permitan su pleno desarrollo como persona singular y 

social. Como dice Hanna Arendt, 1974, citada por Pablo Pineau, 2008: “las sociedades 

democráticas son aquellas que garantizan a sus miembros el “derecho a tener derechos”, la 

educación debe ser entendida como “un derecho que da derechos”.



 
 

 

   

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Capítulo 2 

ORÍGENES DE LA LEGISLACIÓN EN INCLUSIÓN EDUCATIVA.  

MARCO LEGAL VIGENTE EN LA PROVINCIA DE CÓRDOBA. 
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A los educadores nos toca muchas veces la tarea de “restitución” de derechos –sobre todo, 

del derecho a la educación- a estas poblaciones a las que les fueron arrebatados.   

Pablo Pineau. 

 

La legislación ocupa un lugar importante en el desarrollo de un sistema educativo más 

inclusivo. Conocer los marcos normativos y las políticas públicas en educación es de suma 

importancia ya que proporciona las bases sobre las cuales las instituciones construyen y 

determinan los caminos pertinentes a seguir para tomar las decisiones concordantes a ellos. 

Además, nos da a  conocer cuál es el compromiso que los gobiernos y las distintas autoridades 

tienen con la sociedad para hacer valer los derechos que dichas legislaciones garantizan. 

El propósito de este capítulo es recopilar las declaraciones, convenciones, leyes, 

resoluciones y demás acuerdos y normativas que dieron lugar al marco jurídico actual que 

garantiza la educación inclusiva y regula los procesos de inclusión de PCD, realizando un 

recorrido desde la esfera internacional y luego nacional, para finalmente, situarse en la 

provincia de Córdoba, de manera de poder reflejar su evolución a lo largo del tiempo teniendo 

como eje su mirada acerca de las PCD. 

 

2.1 Encuadre a nivel Internacional. 

El derecho a la educación está consagrado por el artículo 26 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos de 1948 estipulando que: “Toda persona tiene derecho a la 

educación”, la instrucción básica será obligatoria y gratuita, en cambio, “La instrucción 

técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será 

igual para todos, en función de los méritos respectivos”. Los padres podrán optar por el tipo 

de educación que sus hijos recibirán. La misma deberá desarrollar la personalidad, fortalecer 

el respeto por los derechos humanos y libertades fundamentales, propiciar “la comprensión, 

la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y 

promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de 

la paz.” 

Puede observarse que en esta Declaración no se cita específicamente a las PCD.  Pese 

al creciente interés por la discapacidad de ese momento, la misma aún era concebida de forma 

exclusiva como un elemento de la política asistencial, médica y, en ocasiones, social de los 

Estados, sin vínculo aparente con la protección de los derechos y libertades fundamentales. 

No obstante, la redacción de los diferentes artículos permite su aplicación a cualquier persona, 
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tenga o no una discapacidad. El artículo 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 

establece que "todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos", lo que 

tácitamente significa que las personas con discapacidad gozan de los mismos derechos que 

cualquier otra persona.  

En la segunda mitad del siglo XX, a pesar de lo propuesto en la DDHH, pocos países 

consiguieron la plena escolarización de todos los niños, sobre todo se presentaron dificultades 

en la atención de niños deficientes. Es por ello que surge, en 1960, en los países nórdicos el 

Principio de Normalización.  El mismo se constituye como un intento superador del modelo 

dual de sujetos normales y anormales imperante hasta el momento, para así “reivindicar un 

contexto social, escolar y cultural que contemple el desarrollo de todos y cada uno de sus 

ciudadanos en orden a desarrollar y extraer de ellos el máximo de sus potencialidades” 

(Illán/Arnaiz, 1996, p. 28 cito por  Javier Vergara, 2002, p. 142). 

 Este principio, si bien en cierta manera utópico para su época, comienza a dar 

legitimidad a la dignidad humana referida en el art 26 de la DDHH, buscando garantizar el 

derecho a la educación de las personas con minusvalías físicas y mentales; poniendo “a 

disposición de todos los retrasados mentales unas condiciones de vida que se aproximen lo 

más posible a las circunstancias y al estilo de vida vigente en la sociedad”. (Bengt Nirje, 

1969, en Aquilino  Polaino-Lorente, p. 228) 

Esta definición de normalización no significaba igualitarismo ni homogenización. Este 

principio buscaba que en la educación de estos niños se pudiera considerar lo “especial” de 

cada sujeto y construir un tratamiento pedagógico distintivo, para que pudieran alcanzar la 

diferenciación de cada uno en el desarrollo de sus capacidades individuales y personales. 

Recién en la década del setenta, gracias a dos Declaraciones realizadas por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas, las PCD comenzaron a ser reconocidas como 

sujetos titulares de derechos. En 1971, se proclama la Declaración de los Derechos del 

Retrasado Mental, y en 1975 la Declaración de Derechos de los Impedidos, buscando que los 

Estados parte adoptaran medidas para favorecer la participación social de las PCD y la 

protección de sus derechos. 

No obstante, ambas declaraciones, además de carecer de fuerza vinculante, adoptaron 

el enfoque propio del momento, en el que la prevención y la rehabilitación eran los 

aspectos cardinales en la regulación de la discapacidad. A los efectos de la 

Organización, las personas con discapacidad todavía eran individuos con problemas 
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médicos cuya protección y asistencia debía ser asegurada por los Estados. (Biel 

Portero, Israel, 2011, p. 2) 

En consonancia con estos primeros reconocimientos, en 1974 en el plano educativo, 

para estudiar y analizar el modo en que se brindaban las prestaciones educativas de la 

educación especial en Inglaterra, Escocia y Gales, se constituye  el “Comité de investigación 

sobre la Educación de niños y jóvenes deficientes”. El resultado fue la elaboración del 

“Informe Warnock” (1978), el cual logró un cambio en la concepción que se tenía hasta el 

momento sobre la educación especial. Por primera vez se introduce el término de Necesidades 

Educativas Especiales (NEE) que marcó un hito en la Educación Especial (EE) al producirse 

un cambio de paradigma pasando del modelo médico al pedagógico. 

Este informe plantea eliminar las diferencias existentes para las PCD en la educación. 

Sostiene que es un derecho de todos los niños ya que todos son educables. Afirma que los 

fines de la educación deben ser los mismos para todos los alumnos, y que todos tienen NEE. 

Por ello la EE debía entenderse como un continuo de prestaciones destinadas a satisfacer las 

NEE, que va desde la ayuda temporal hasta la adaptación permanente o a largo plazo del 

currículum ordinario, de manera adicional o suplementaria y no alternativa y paralela, de 

modo de que todos alcancen esos fines comunes.  

Otro punto importante es que el informe recomienda la utilización del término 

“dificultad de aprendizaje” para describir a los alumnos que necesitan alguna ayuda especial, 

como también eliminar las clasificaciones legales de los deficientes, adoptando un sistema de 

registro de los alumnos necesitados de prestaciones educativas especiales en el que no se 

impondría una denominación de la deficiencia sino una explicación de la prestación requerida. 

Es por ello que se propuso un estricto proceso de valoración para considerar que un estudiante 

presente NEE y se establezca la prestación más adecuada a cada necesidad, creándose un 

legajo individual de cada uno. 

Además de las prioridades mencionadas anteriormente el Comité analizó otras tres que 

permiten prevenir y compensar las limitaciones del estudiantado: 

-La creación de un nuevo programa de formación y perfeccionamiento del 

profesorado: En vista de que se plantea una escuela integradora, los docentes, tanto de los 

centros ordinarios o especiales, deben ser capaces de reconocer las NEE e identificar a los 

alumnos con estas necesidades. Para ello, como primera medida, se propone la aceptación del 

nuevo concepto de NEE y fomentar la disponibilidad del profesorado a tener a su cargo varios 
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estudiantes que requieran de ayudas temporales o permanentes y adoptar las medidas 

pertinentes para atenderlas, buscando ayuda especializada, cuando así lo requieran.  

Se recomienda que tanto en los cursos de formación, como de postgrado, se incluyan 

temáticas relacionadas a la educación especial, las cuales  no se brindaban hasta el momento 

por precisar de mayores recursos y horas extracurriculares. Para el logro de este objetivo, 

propone que los profesores especialistas tengan la posibilidad de adquirir calificaciones 

oficiales y mayor retribución como  “incentivo adicional”. 

-La educación para los niños con NEE menores de 5 años: El comité reconoce la 

importancia de la estimulación temprana y plantea que la educación de los niños que 

presentan alguna deficiencia debe comenzar inmediatamente. 

-La educación y mayores oportunidades para los jóvenes de 16 a 19 años: Se estipula 

que es preciso atender la formación de los jóvenes con deficiencias o dificultades graves que 

culminan la educación obligatoria o hubieran superado el término de la edad escolar, para que 

siguieran progresando comprensivamente.  

Respecto a las escuelas especiales, este informe no aboga por su desaparición sino que, 

pasan a ser la mejor alternativa para educar a aquellos casos graves, que se presentan con 

múltiples deficiencias asociadas. Además propone la optimización de los recursos con los que 

la EE cuenta, de manera que pasen a formar parte del apoyo para el desarrollo curricular y 

perfeccionamiento del profesorado de las escuelas ordinarias, como así también, ser asesores 

de padres; es decir serán el medio indispensable para constituir escuelas integradoras.    

Las recomendaciones de este informe fueron tomadas como referencia por muchos 

países más allá de Inglaterra, lo cual marcó un antes y un después para la educación de las 

PCD respecto de su planificación y de la optimización de los recursos, como también de las 

adecuaciones del currículo ordinario, ampliando los conceptos de la EE y de las NEE como 

necesidades inherentes a todos los alumnos. Estos principios conformaron un pilar importante 

que permitió avanzar en las políticas de integración escolar. 

Por otro lado, la Asamblea General de las Naciones Unidas, luego de declarar en 1976, 

al año 1981 como “Año Internacional de los Impedidos”, con el lema “participación plena”, y 

luego en 1979 ampliarlo a “participación e igualdad plenas”; en 1982, aprueba un Programa 

de Acción Mundial para los Impedidos. El  mismo forma parte de una estrategia global para 

mejorar la prevención de la discapacidad, la rehabilitación y la igualdad de oportunidades, 

para alcanzar su plena participación y desarrollo en la vida social. Focalizándose en la 

perspectiva de derechos humanos, los tres capítulos que conforman dicho programa analizan 
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la situación mundial de las PCD como así también se revisan definiciones, conceptos y 

principios relativos a la discapacidad. A partir de allí se realizan propuestas que, a modo de 

recomendaciones, deberían impactar en las políticas públicas a nivel regional, nacional e 

internacional.  

El tema central es la igualdad de oportunidades, tal que  

Las necesidades de todo individuo son de la misma importancia, que estas necesidades 

deben constituir la base de la planificación social y que todos los recursos deben 

emplearse de tal manera que garanticen una oportunidad igual de participación a cada 

individuo. Todas las políticas relativas a la discapacidad deben asegurar el acceso de 

las personas con discapacidad a todos los servicios de la comunidad. (Programa NU 

impedidos  punto F inc. 25) 

Sin embargo, las declaraciones y principios generales adoptados por este Programa 

sólo implican una simple manifestación de los Estados parte, ya que no se explicita ninguna 

sanción derivada de su incumplimiento ni posibilidad de que los ciudadanos afectados ejerzan 

demanda de ejecución. 

La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) de la Organización de las 

Naciones Unidas (ONU), es el tratado internacional adoptado por la Asamblea General de 

Naciones Unidas en la resolución 44/25, firmada en Nueva York el 20 de noviembre de 1989, 

que se convierte en el primer instrumento jurídico convencional con fuerza vinculante en el 

que, de una manera global y genérica, se reconoce el conjunto de los derechos de los niños, 

niñas y adolescentes y se establecen los mecanismos de protección a tal efecto. Es de carácter 

obligatorio para los Estados firmantes.  

En su Artículo 2 inciso 1 establece que, los Estados adherentes  respetarán los 

derechos  enunciados y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto que se encuentre bajo su 

jurisdicción, sin distinción alguna. 

En relación a la educación el artículo 28 plantea que: “Los Estados Partes reconocen 

el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en 

condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular: instaurar 

enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos, fomentando la asistencia regular 

disminuyendo las tasas de deserción escolar; propiciar que los niños tengan acceso a la 

enseñanza secundaria (enseñanza general y profesional) de forma gratuita o con asistencia 
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financiera, disponiendo información y orientación en criterio educacional y profesional; en 

base a la capacidad, procurar el acceso a la enseñanza superior. En relación con la disciplina 

deberán velar porque “se administre de modo compatible con la dignidad humana del niño y 

de conformidad con la presente Convención”. 

Como objetivos generales, el Artículo 29 establece que la educación infantil deberá: 

“Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el 

máximo de sus posibilidades”; inculcar el respeto de los derechos humanos (a sus padres, sus 

valores, su propia identidad cultural e idioma, respeto por otras civilizaciones), las libertades 

fundamentales y el respeto por el medio ambiente natural; Preparar al niño para asumir una 

vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, 

igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y 

religiosos y personas de origen indígena. 

Puede observarse que en esta Convención se tiene en cuenta la perspectiva de 

derechos de las PCD, el artículo específicamente dirigido al niño con discapacidad es el 

Artículo 23, donde los Estados Partes: “reconocen que el niño mental o físicamente impedido 

deberá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le 

permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la 

comunidad”. Se reconoce que debe recibir cuidados especiales, por lo que deberán asegurarse 

que el infante reciba las prestaciones de asistencia que solicite de manera gratuita, siempre 

que sea posible,  adecuada a su estado o circunstancias de las personas a su cuidado “y estará 

destinada a asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la 

capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el 

empleo y las oportunidades de esparcimiento” para lograr la integración social y el desarrollo 

individual cultural y espiritual. Reconoce que la cooperación internacional y el intercambio de 

información en “atención sanitaria preventiva y del tratamiento médico, psicológico y 

funcional de los niños impedidos, incluida la difusión de información sobre los métodos de 

rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación profesional”, es fundamental para  

mejorar la capacidad, conocimientos y experiencia, sobre todo, para los países en desarrollo.  

En este artículo se destaca el reconocimiento del derecho del niño a gozar de una vida 

íntegra siendo miembro autónomo y activo de su comunidad. Sin embargo, las prestaciones 

asistenciales quedan limitadas a "los recursos disponibles", y su gratuidad está sujeta a 

"siempre que sea posible", de acuerdo a la situación económica de los padres o de las 

personas que los cuiden. Esto significa que la garantía de las mismas queda supeditada a la 
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voluntad de los Estados, dando cuenta que aún no llega a considerarlas como sujetos plenos 

de derechos. Por lo mismo que en el texto se los llama “impedidos”, pues aún persiste en este 

momento, el enfoque médico asistencial.  

No obstante, es a partir de estos progresos que comienza un importante desarrollo 

legislativo relativo al reconocimiento de los derechos de la infancia y la adolescencia y su 

protección, dado que los países parte deben informar al Comité todas las acciones que se 

llevan a cabo “para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención”.  

(Art 4) 

Después de poco más de 40 años de la  DDHH, el análisis sobre el acceso pleno de 

todas las personas al derecho a la educación en varios países, continuó manifestando 

problemas en la implementación a pesar de los esfuerzos normativos llevados a cabo hasta el 

momento. Por eso, el movimiento de Educación para Todos (EPT) se preocupa por  asegurar 

el acceso (al menos) a una educación básica, porque “Es la base para un aprendizaje y un 

desarrollo humano permanentes sobre el cual los países pueden construir sistemáticamente 

nuevos niveles y nuevos tipos de educación y capacitación.” (Art 1 inc. 4). Este movimiento 

se lanzó en 1990, durante la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos en Jomtien, 

Tailandia, y culminó con la Declaración Mundial de Educación para Todos.   

El mismo establece una visión de conjunto: universalizar el acceso de todos los niños, 

jóvenes y adultos y fomentar la equidad; porque extender las oportunidades básicas para todos 

los estudiantes es una cuestión de derecho. Entiende que   

educación básica no significa simplemente que haya escuelas disponibles para 

aquellos que ya tienen acceso a ella. Implica ser proactivos en identificar las barreras 

que algunos grupos encuentran cuando intentan acceder a las oportunidades 

educativas. También implica identificar los recursos disponibles, tanto a nivel nacional 

como de la comunidad, y ponerlos en acción para superar dichas barrera (Temario 

abierto  p.18) 

Los países intervinientes establecen sus propias metas a cumplir en una década  

adoptando medidas para crear un contexto político favorable; proyectando políticas 

para mejorar la adecuación, calidad, equidad y eficiencia de los servicios y programas 

de educación básica; definiendo cómo adaptar los medios de comunicación e 
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información a la satisfacción de las necesidades básicas de aprendizaje, y movilizando 

recursos y estableciendo convenios operacionales. (Marco de acción, p. 23) 

 Para fomentar este avance en el objetivo de la EPT,  habilitando a las escuelas para 

que atiendan a todos los niños, en especial a los niños con necesidades educativas, se deben  

examinar los cambios fundamentales en las políticas públicas para favorecer el enfoque de la 

educación integradora llevándose a cabo la Conferencia Mundial sobre Necesidades 

Educativas Especiales que se reunió en junio de 1994, en Salamanca (España), aprobando la 

Declaración de Salamanca de principios, política y práctica para las NEE y un Marco de 

Acción; la cual establece que: todos los niños de ambos sexos tienen un derecho fundamental 

a la educación y debe dárseles la oportunidad de alcanzar y mantener un nivel aceptable de 

conocimientos; cada niño tiene características, intereses, capacidades y necesidades de 

aprendizaje que le son propios; los sistemas educativos deben ser diseñados y los programas 

aplicados de modo que tengan en cuenta toda la gama de esas diferentes características y 

necesidades: las personas con NEE deben tener acceso a las escuelas ordinarias, que deberán 

integrarlos en una pedagogía centrada en el niño, capaz de satisfacer esas necesidades, 

También establece que la reforma institucional depende de la convicción, compromiso 

y buena voluntad de todos los integrantes de la sociedad para no convertirse en una reforma 

meramente técnica. Por ello el principio fundamental que rige las escuelas integradoras es 

que todos los niños deben aprender juntos, siempre que sea posible, haciendo caso omiso de 

sus dificultades y diferencias. (Marco de acción, p. 11)  

Una escuela verdaderamente integradora es un continuo de prestación de servicios y 

ayudas que debe reconocer las diferentes necesidades de sus alumnos y responder a ellas, 

adaptarse a los diferentes estilos y ritmos de aprendizaje de los niños y garantizar una 

enseñanza de calidad por medio de un programa de estudios apropiado, una buena 

organización escolar, una utilización atinada de los recursos y una asociación con sus 

comunidades. (Marco de acción p. 7) De este modo la escolarización en escuelas especiales 

debería ser una excepción, destinado solo a aquellos casos en los que no se puede satisfacer 

las necesidades educativas o sociales dentro de las escuelas ordinarias o comunes.  

Este es un motivo por el cual la Conferencia de Salamanca fomenta la concentración 

de recursos formando escuelas comunes integradoras, así como la reorganización y 

optimización de los mismos en las escuelas especiales, dando apoyo a los estudiantes más 

vulnerables del sistema educativo. 
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A pesar de todo lo establecido en esta Declaración y su Marco de Acción pensado para 

que sirva de directriz en la planificación de acciones sobre NEE, sólo sienta las bases para una 

educación integradora, porque aún no obliga a sus destinatarios a involucrarse en el fomento 

de una educación inclusiva y continúa observándose procesos de exclusión a nivel mundial. 

Es por ello que, años más tarde, en al año 2000 se conforma en Dakar, el foro 

consultivo internacional para la EPT a fin de elaborar en el mundo, los informes de 

seguimiento para supervisar los avances, señalar las deficiencias persistentes y formular 

recomendaciones con miras a la agenda mundial para el desarrollo sostenible después de 

2015. Los mismos aportaron evaluaciones y análisis consistentes que facilitaron la 

formulación de políticas, además de constituir una poderosa herramienta de promoción de la 

educación para los gobiernos y la sociedad civil. 

Hasta aquí puede observarse los avances a lo largo de décadas en materia de 

instrumentos convencionales de derechos humanos y por ende de educación, que se fueron 

conformando en el plano internacional para reconocer que las PCD gozan de los mismos 

derechos que cualquier otra persona. Además, queda claro que en el terreno de los tratados 

fundamentales de derechos humanos no se las excluye, pero tampoco se las incluye 

expresamente como tales, sino con la terminología imperante hasta el momento que habla de 

“impedidos”, “capacidades especiales”, “personas con NEE”, etc. Quiérase o no, esto supuso 

una limitación en la efectividad de sus derechos, que quedó expuesta en todos los resultados 

de los informes mundiales obtenidos, lo cual continuó situándolas en una posición de 

desigualdad respecto a otras personas. Quizá, esto se encuentre en relación con la poca 

convicción o creencia, y la instauración aún no consolidada del modelo social de la 

discapacidad, de que las PCD constituyen una verdadera cuestión de derechos humanos, y no 

sólo de un asunto de políticas sociales y médicas de cada Estado. “Es por esto que la entrada 

en vigor de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad supone (...) 

un avance sin precedentes para el reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las 

personas con discapacidad.” (Biel Portero, Israel, 2011, p. 29)  

Junto a estos cambios a nivel de políticas educativas, los cuales pretenden fomentar el 

desarrollo de sistemas cada vez más inclusivos, en el año 2006 surge la Convención 

Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. La misma se concibió 

como un instrumento de derechos humanos, reafirmando el modelo social como el paradigma 

sobre la discapacidad que permite el cambio en el modo de concebirla. Además, está 

fundamentada en la dignidad de la persona “Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, 
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interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, 

así como la necesidad de garantizar que las personas con discapacidad los ejerzan 

plenamente y sin discriminación”(2006, p.1,c) “Reconociendo también que la discriminación 

contra cualquier persona por razón de su discapacidad constituye una vulneración de la 

dignidad y el valor inherentes del ser humano”(2006, p. 2,c) 

En su Artículo 3 se definen los principios generales a partir de los cuales se 

interpretará y aplicará la Convención, los mismos son:  el respeto de la dignidad inherente, la 

autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia 

de las personas;  la no discriminación; la participación e inclusión plenas y efectivas en la 

sociedad; el respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como 

parte de la diversidad y la condición humanas;  la igualdad de oportunidades; la accesibilidad;  

la igualdad entre el hombre y la mujer; el respeto a la evolución de las facultades de los niños 

y las niñas con discapacidad y su derecho a preservar su identidad. 

Según Acuña (2010) la Convención establece una serie de derechos interrelacionados 

que pueden agruparse en cinco ámbitos genéricos: derechos de igualdad, derechos de 

protección en situaciones de especial vulnerabilidad, derechos de libertad y autonomía 

personal, derechos de participación, y derechos sociales básicos.  

En cuanto a su aplicación, seguimiento y mecanismos de supervisión y control, el 

Artículo 33 establece que los Estados parte designarán uno o más organismos 

gubernamentales y además, mecanismos independientes, para facilitar la adopción de medidas 

que permitan promover, proteger y supervisar la aplicación de la dicha Convención.  En su 

inciso 3 establece que “La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las 

organizaciones que las representan, estarán integradas y participarán plenamente en todos 

los niveles del proceso de seguimiento”. También estipula todo lo referente a la presentación 

de informes exhaustivos por parte de los Estados partes respecto de las medidas aplicadas y su 

progreso, en respuesta a sus obligaciones para con la Convención. 

En su Artículo 2 define los conceptos de: comunicación y lenguaje, discriminación por 

discapacidad, establecimiento de ajustes razonables y diseño universal; los cuales serán 

indispensables para el alcance de los principios establecidos en la Convención y sentarán las 

bases para  establecer cambios de paradigma en lo referente a materia educativa.  

La Convención dedica el Artículo 24 al derecho a la educación de las PCD. En el 

inciso 1 establece que “...con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre 

la base de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de 
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educación inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida…” 

entendiéndose a partir de allí que este enfoque de la educación, que incluye a todos por igual, 

es la condición necesaria para superar las barreras y los obstáculos que restringen el efectivo 

ejercicio de los derechos humanos y por ende los derechos de las PCD y que, su concreción, 

debe involucrar a los Estados para que se respete, proteja y garantice una educación inclusiva 

de calidad para todos.  

2.2 Encuadre Legal Nacional 

Desde 1853 la Constitución Nacional Argentina establece en su Art. 14 el derecho de 

enseñar y aprender, entre los derechos individuales irrenunciables. Con la reforma 

constitucional del año 1994, en la Segunda Parte, se atribuye al Congreso de la Nación tomar 

medidas que garanticen la aplicación real de los derechos constitucionales, en particular 

aquellos para niños, mujeres, ancianos y personas con discapacidad. (Art. 75, inc. 23).  

En el año 1998, en concordancia con las reformas educativas que se operaban a nivel 

mundial, y las demandas de este contexto, a las cuales Argentina adhiere, el Consejo Federal 

de Cultura y Educación elabora el Acuerdo Marco para la Educación Especial, en donde se 

plantea la necesidad de garantizar la integración escolar de los alumnos con NEE en los 

servicios educativos.  

En este documento se definen los roles y funciones de la Educación Especial como 

“un continuo de prestaciones educativas, constituido por un conjunto de servicios, técnicas, 

estrategias, conocimientos y recursos pedagógicos, destinados a asegurar un proceso 

educativo integral, flexible y dinámico a personas con necesidades educativas especiales, 

temporales o permanentes, brindado a través de organizaciones específicas y apoyos 

diversificados”. Convocando así, a la reorganización de sus prestaciones y servicios 

(evaluación y atención de alumnos con NEE tanto en escuela común como en especial,  

atención y educación temprana y formación profesional de aquellos que no puedan hacerlo en 

instituciones de educación ordinaria, educación permanente), promoviendo estrategias de 

integración de alumnos con NEE a la escolaridad común, estableciendo redes intersectoriales 

con diferentes actores educativos de la comunidad. 

Además, establece que las NEE son las experimentadas por las personas que 

requieren ayudas o recursos que no están habitualmente disponibles en el contexto educativo, 

para posibilitarles su proceso de construcción de las experiencias de aprendizaje 
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establecidas en el Diseño Curricular. Para que puedan  acceder a ese currículum y desarrollar 

el máximo de sus potencialidades propone la implementación de Adecuaciones Curriculares 

entendidas como “estrategias o recursos adicionales que se implementan en las escuelas para 

posibilitar el acceso y progreso de los alumnos con necesidades educativas especiales en el 

currículo”. Se las clasifica en tres tipos, según requiera la adaptación de uno o varios 

elementos del currículo ordinario: De acceso, Curriculares propiamente dichas y De contexto.  

El documento también detalla y explica los roles y funciones de los equipos 

profesionales, la capacitación, formación e investigación docente permanentes, y como 

cláusula especial, se extiende el término de NEE también a los alumnos con capacidades o 

talentos especiales. 

En definitiva, plantea la necesidad de transformar la educación especial, superando la 

situación de subsistemas de educación separados, para poder dar respuesta a un alumnado 

cada vez más amplio y diverso, priorizando un modelo pedagógico y de gestión, centrándose 

en los elementos educativos. 

Luego de varios años, recién en octubre de 2005, el Estado argentino sancionó la Ley 

26.061, de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 

(NNyA). Con esta nueva ley se buscó adecuar la legislación interna del país a los parámetros 

establecidos por la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) y los demás instrumentos 

internacionales. En su Art. 15 establece  que las NNyA tienen  derecho al acceso y 

permanencia en centros educativos cercanos a su domicilio para recibir educación pública y 

gratuita, que atienda a “su desarrollo integral, su preparación para el ejercicio de la 

ciudadanía, su formación para la convivencia democrática y el trabajo, respetando su 

identidad cultural y lengua de origen, su libertad de creación y el desarrollo máximo de sus 

competencias individuales”; y por ningún motivo se negará el acceso y la certificación 

correspondiente. Poniendo énfasis en que “las niñas, niños y adolescentes con capacidades 

especiales tienen todos los derechos y garantías consagrados y reconocidos por esta ley, 

además de los inherentes a su condición específica”. 

Continuando con lo que las políticas internacionales exigían y en correspondencia a lo 

establecido por ellas, a fines del año 2006 se sancionó la Ley de Educación Nacional Nº 

26.206, con el objetivo de avanzar hacia una educación de calidad. Se determina que “la 

educación y el conocimiento son un bien público y un derecho personal y social, garantizados 

por el Estado” (art. 2), por lo tanto debe “garantizar la inclusión educativa a través de 

políticas universales y de estrategias pedagógicas y de asignación de recursos que otorguen 
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prioridad a los sectores más desfavorecidos de la sociedad” (Art. 11, inc. e), tomando 

medidas “destinadas a enfrentar situaciones de injusticia, marginación, estigmatización y 

otras formas de discriminación, derivadas de factores socioeconómicos, culturales, 

geográficos, étnicos, de género o de cualquier otra índole, que afecten el ejercicio pleno del 

derecho a la educación” (Art. 79), “asegurando una educación de calidad con igualdad de 

posibilidades, sin desequilibrios regionales, ni inequidades sociales.”(Art. 11 inc. f) 

Esta ley, establece una estructura del sistema educativo comprendida en cuatro niveles 

(educación inicial, educación primaria, educación secundaria y educación superior) y ocho 

modalidades (rural,  especial,  artística, permanente de jóvenes y adultos, intercultural 

bilingüe, en contextos de privación de libertad, domiciliaria y hospitalaria,  técnico 

profesional), entendidas éstas como opciones organizativas y/o curriculares dentro de uno o 

más niveles, procurando la atención a las particularidades permanentes o temporales, 

personales y/o contextuales con el propósito de garantizar la igualdad en el derecho a la 

educación de todas las personas. La educación especial se inscribe como una de las 

modalidades del sistema, que permite asegurar el derecho a la educación de las PCD.  

En el capítulo VIII, (Art. 44) desarrolla el principio de inclusión educativa, 

enmarcando la Educación Especial y resaltando que: 

el propósito de asegurar el derecho a la educación, la integración escolar y 

favorecer la inserción social de las personas con discapacidades, temporales o 

permanentes, las autoridades jurisdiccionales dispondrán las medidas 

necesarias para: 

a) Posibilitar una trayectoria educativa integral que permita el acceso a los 

saberes tecnológicos, artísticos y culturales. 

b) Contar con el personal especializado suficiente que trabaje en equipo con 

los/as docentes de la escuela común. 

c) Asegurar la cobertura de los servicios educativos especiales, el transporte, 

los recursos técnicos y materiales necesarios para el desarrollo del currículo 

escolar. 

d) Propiciar alternativas de continuidad para su formación a lo largo de toda la 

vida. 

e) Garantizar la accesibilidad física de todos los edificios escolares.  

A su vez, en el Título V introduce el criterio de igualdad educativa, afirmando que 

“las políticas de promoción de la igualdad educativa deberán asegurar las condiciones 
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necesarias para la inclusión, el reconocimiento, la integración y el logro educativo de 

todos/as los/as niños/as, jóvenes y adultos en todos los niveles y modalidades, principalmente 

los obligatorios” (Art. 80). Como también hace referencia en su Art. 45, a la creación de 

instancias institucionales y técnicas para la orientación más adecuada, de la trayectoria escolar 

de los alumnos con discapacidad; y las normas que regirán los procesos de evaluación y 

certificación escolar. 

Dicha legislación enumera una serie de principios, entre los cuales podemos destacar 

los siguientes: 

- la educación es un bien público y un derecho personal y social. 

- el Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la 

responsabilidad de brindar una educación integral, permanente y de calidad para todos, 

garantizando la igualdad, gratuidad y equidad. 

- la política educativa nacional se propone garantizar la inclusión educativa a través de 

políticas universales, y de estrategias pedagógicas y de asignación de recursos. 

- la política educativa nacional tiene como uno de sus objetivos poder brindar a la 

personas con discapacidades, temporales o permanentes, una propuesta pedagógica para el 

desarrollo de sus posibilidades, la integración y el ejercicio de sus derechos. 

En el año 2008, Argentina sanciona y promulga la Ley 26.378 en la que se aprueba la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo. 

Y en el año 2014, con la Ley 27.044, da jerarquía constitucional a dicha Convención. 

 

2. 3 Encuadre Legal Provincial 

La provincia de Córdoba, en el año 2010 promulga la Ley de Educación Provincial 

Nº9870. En su sección segunda: Modalidades y otras formas de educación. Apartado Primero, 

donde se refiere a la EE, específica la integración de estudiantes con NEE en  los el Art. 49, 

caracteriza y define la EE, asegurándose por el principio de inclusión educativa la integración 

de los alumnos con discapacidad en todos los niveles y modalidades, y cuando la 

problemática de la persona no pueda ser abordaba por la escuela común, la atención será 

brindada por la escuela especial. El Art. 50, plantea los objetivos de la EE en la conformación 

de equipos multiprofesionales que faciliten, supervisen y valoren los procesos de integración, 

brindando espacios de formación y participación laboral, como cultural; además, aboga para 

que los programas de formación docente, contemplen aspectos curriculares referidos a la 

educación especial. Art. 51, dispone medidas para garantizar la educación, integración escolar 
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e inserción social. Art. 52, estipula la creación de instancias institucionales y técnicas para 

adecuar, orientar y sostener las trayectorias educativas a lo largo de todo el sistema educativo 

de enseñanza obligatoria, así como las normas de evaluación y certificación.  

Por otro lado, la provincia publica a lo largo de los últimos veinte años diversas 

Resoluciones que regulan las instancias de integración escolar, realizando modificaciones, 

ampliaciones y derogaciones de acuerdo a la realidad contextual de cada momento. Las 

actualmente vigentes son:  

Resolución Ministerial Nº1825. Fue publicada con fecha del 16 de diciembre de 2019 

en el Boletín Oficial de la Provincia.  

Esta resolución se elabora teniendo en cuenta importantes marcos legales como ser:  

La Constitución Nacional y la Convención Internacional para las Personas con 

Discapacidad, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley 

N° 26378); Ley de Educación Nacional N° 26206; Ley de Protección Integral de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes N° 26061; Resoluciones del Consejo 

Federal de Educación Nros. 311/16 “Promoción, acreditación, certificación y 

titulación de estudiantes con discapacidad”, 174/12 “Pautas federales para el 

mejoramiento de la enseñanza y el aprendizaje y las trayectorias escolares en el nivel 

inicial, primario y modalidades, y su regulación, y 59/08 “Sistema Federal de títulos y 

certificados analíticos con resguardo documental”; Resoluciones Nros. 2509/17 y 

2945/17 ambas del Ministerio de Educación de la Nación; Resoluciones Ministeriales 

Nros. 1114/00, 667/11, 712/15 y 311/16. 

En ella se reconoce que la EE es transversal a todos los niveles y modalidades del 

sistema educativo; que para asegurar el derecho a la educación de las PCD, éste debe ser un 

sistema de educación inclusiva; que además, para garantizar el acceso, permanencia y 

promoción de los estudiantes con discapacidad, el Estado debe brindar las condiciones de 

equidad e igualdad de oportunidades, y certificar sus trayectorias escolares. Para ello resuelve 

en su Art. 1 “DISPONER que el Estado Provincial garantice las condiciones que favorezcan 

la inclusión escolar en el sistema educativo de la Provincia de Córdoba, en el 

acompañamiento de las trayectorias escolares de los estudiantes con discapacidad, 
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disminuyendo y/o eliminando toda barrera física, ambiental y de organización institucional 

que impida o la entorpezca.” 

Aprueba seis anexos: uno con lineamientos generales, tres con especificaciones para 

cada nivel de educación (Inicial, primario y secundario), uno con una Guía De orientación 

para la implementación del PPI (Proyecto Pedagógico para la Inclusión), y un último, que 

consta del  Acta Acuerdo para el acompañamiento de la trayectoria escolar del estudiante con 

discapacidad en proceso de inclusión, y el Convenio interinstitucional para la inclusión 

escolar.  

Por último deroga las Resoluciones Ministeriales Nº 1114/00, 667/11, 712/15 y 

311/16; las cuales continuarán vigentes hasta que todos aquellos estudiantes alcanzados por 

las mismas culminen el nivel educativo por el que transitan. 

Los destinatarios de la Resolución 1825/19, son  

aquellos estudiantes con discapacidad que cursan en los diferentes niveles y 

modalidades, cuyas propuestas pedagógicas hayan requerido de la realización de 

ajustes razonables o la implementación de un proyecto pedagógico para la inclusión; 

garantizando el ingreso, continuidad pedagógica y egreso de la educación obligatoria, 

posibilitando su participación y aprendizaje en igualdad de condiciones con los demás, 

con pleno ejercicio de sus derechos. 

 Por primera vez se plantea el concepto de ajustes razonables, tomado de la CDPCD, 

entendidas como: 

las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga 

desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para 

garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de 

condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales; 

 Cada institución interviniente en el proceso de inclusión (ya no de integración) 

estableciendo configuraciones de apoyo.  Estas redes, relaciones, posiciones, interacciones 

entre personas, grupos o instituciones que se conforman, servirán para detectar e identificar 

las barreras al aprendizaje y desarrollar estrategias educativas para la participación escolar y 

comunitaria. Las mismas buscan diseñar, orientar, contribuir a la toma de decisiones 

educativas para el desarrollo de capacidades y potencialidades del Sistema, las instituciones 
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y los equipos, asistiendo a las PCD con estrategias pedagógicas, teniendo en cuenta la 

evaluación y la valoración de las discapacidades de los estudiantes, para que puedan 

desenvolverse con el mayor grado de autonomía posible. 

  Estos apoyos se desarrollan a través de configuraciones prácticas: atención, 

asesoramiento y orientación, capacitación, provisión de recursos, cooperación y 

colaboración, seguimiento e investigación. (orientaciones) 

 Según esta resolución, se debe garantizar la construcción de un legajo único de los 

estudiantes con discapacidad que se encuentren en proceso de inclusión en los diferentes 

niveles, bajo la responsabilidad de la autoridad jerárquica institucional, en donde se plasmará 

toda su trayectoria educativa, registrándose las diversas configuraciones de apoyo, ajustes 

razonables, informes sobre el estudiante, PPI y toda documentación que den cuenta del 

proceso de inclusión. 

 Como se menciona anteriormente, se exige la construcción e implementación 

corresponsable entre docentes de nivel y de EE, de un PPI, “entendiéndolo como un Proyecto 

de Acompañamiento Pedagógico a la Trayectoria Escolar, es decir como un instrumento que 

oficia de referente y mediador del proceso pedagógico, centrado en el qué y cómo aprenden 

los estudiantes”. El mismo se elaborará cuando éstos requieran de estrategias, apoyos y 

adaptaciones en contenidos, objetivos y evaluaciones, contemplando las modificaciones 

requeridas que garanticen la accesibilidad curricular. (Anexo V). Realizándose cortes 

evaluativos trimestrales o cuatrimestrales para revisarlo  y redefinirlo, evaluando los logros 

alcanzados y efectuando todos los ajustes que se requieran en cada momento de la trayectoria 

educativa del estudiante. 

  Este PPI, en el nivel primario, “habilitará a los estudiantes con discapacidad a recibir 

la certificación del nivel, al igual que el resto de la población escolar, dando cuenta de su 

trayectoria educativa” (Anexo III, p. 4)  

Otro punto de importancia que dispone este documento, es la puesta en marcha de un 

“Proyecto pedagógico de espacio compartido”, como una estrategia colaborativa entre la 

escuela de nivel y/o modalidades para favorecer la inclusión. Estos proyectos serán 

específicos de un espacio curricular y podrán dirigirse  a un estudiante o a un grupo en 

particular.  

  La resolución hace hincapié a lo largo de sus especificaciones, de la necesidad de un 

trabajo colaborativo y cooperativo entre los actores involucrados en el proceso de inclusión de 

un estudiante con discapacidad, instándolos a una participación comprometida y 
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corresponsable, tanto a docentes de escuelas de nivel, de escuelas especiales, como a las 

familias para promover y garantizar una verdadera inclusión educativa y social de las PCD. 

 Haciendo referencia a lo antes mencionado, la resolución 1825/19, deroga algunas 

resoluciones anteriores, la Nº 1114/00, 667/11, 712/15 y 311/16.  

 La resolución 1114, del año 2000, destinada a los niveles de educación Inicial y 

Primaria, Medio y Adultos, disponiendo la certificación final de estudios para alumnos con 

NEE para los que se hayan implementado adecuaciones curriculares significativas, para 

quienes se expide un informe de competencias adquiridas, parcial al concluir cada año 

escolar, y  final al término del nivel educativo. Como anexos figuran los formularios de 

dichos informes, el instructivo para su confección y las disposiciones para la elaboración de 

los documentos de evaluación y certificación. En este último, se estipula el texto que 

acompañará todo documento de tal índole: “Este alumno ha sido evaluado en base a su 

proceso de integración y en función de adaptaciones curriculares que responden a una 

modalidad de Educación Especial. Ver Informe de Competencias Adquiridas.” 

La resolución 667 del año 2011 deroga la resolución 33/01 y surge como “necesidad 

de ordenar la normativa vigente a la integración como estrategia de inclusión para los 

alumnos que presenten NEDD y aplica a todos los niveles y modalidades del sistema 

educativo, tanto de gestión privada como estatal 

Establece que el docente de apoyo a la integración debe ser un Maestro de Grado de 

Enseñanza Especial dependiente de una Escuela de Modalidad Especial de gestión estatal o 

privada. Pero también contempla que este apoyo puede ser brindado por profesionales 

particulares y/o dependientes de centros privados y ONG’s, suscribiendo previamente un 

convenio donde se establecerán las condiciones en que se prestarán los servicios y los 

requerimientos del establecimiento educativo. En este último caso, el seguimiento de dicho 

proceso lo llevará a cabo el Equipo Directivo contando con supervisión ministerial, y los 

docentes de apoyo deberán contar con la cobertura de un seguro adecuado a la práctica que 

llevan a cabo. 

El Documento cuenta con un anexo en el cual se especifican:  

I-Organización y funcionamiento del proceso de integración escolar: en esta partes se 

estableces que los responsables involucrados en el Proceso de Integración Escolar son los 

padres y/o tutores del alumno/a en conjunto con los equipos de integración escolar; la escuela 

común; la escuela especial-cuando intervenga- y los programas de integración y equipos 

privados. Todos ellos firmarán un Convenio Interinstitucional para la integración escolar y un 
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Acta acuerdo de compromisos mutuos, que establece las pautas para la organización y 

funcionamiento de dicho proceso. 

Dentro de esas pautas, manifiesta que las adecuaciones curriculares deberán ser 

registradas en los Legajos Personales de los alumnos. Las Adecuaciones Curriculares serán 

elaboradas en forma conjunta por el equipo de apoyo, docente de apoyo y docente de 

educación común en función a las necesidades de los alumnos y del diseño curricular del 

nivel correspondiente y serán  expresamente informadas en la Libreta de Progreso escolar de 

acuerdo a la normativa vigente. La evaluación, promoción y acreditación se hará en función 

de las competencias adquiridas para el grado/curso o nivel que el estudiante transite, las 

cuales serán certificadas por la escuela común en donde esté matriculado. 

II- Roles y funciones de los docentes en el proceso de integración escolar: El equipo docente: 

realizará el acompañamiento de las trayectorias escolares, evaluando en forma continua los 

procesos de integración, determinando los recursos, apoyos y propuestas curriculares 

necesarias. El docente del aula: elaborará las adecuaciones curriculares atendiendo a las 

particularidades de los alumnos,  de manera colaborativa con el docente de apoyo a la 

integración. El docente de apoyo a la integración: cumple un rol de mediador y coordinador 

en las acciones y relaciones interinstitucionales que se establezcan en los sistemas de apoyo al 

proceso de integración: realizando una evaluación de las posibilidades del alumno e 

identificando las barreras al aprendizaje informando, coordinando las acciones a implementar 

en cada trayectoria escolar,  asesorando y acompañando la labor del docente, participando en 

la elaboración de las adecuaciones curriculares según las características del alumno y sus 

posibilidades. En relación a los padres: facilita el acercamiento y participación de la familia 

en el proceso de integración, promoviendo un abordaje integral del alumno conjuntamente 

con el docente del aula. 

La resolución ministerial 712/15 dispone derogar la Resolución N° 0081 de fecha 29 

de abril de 2015, la cual en su entonces, dictaminó que las Escuelas Especiales dejarán de 

emitir títulos de educación secundaria con validez nacional. Lo cual también alcanzaba a los 

niños integrados en la escuela común. En este nuevo documento se aprueba la Propuesta 

Curricular Integral de la Educación Secundaria para las Escuelas de la Modalidad Especial en 

la Provincia de Córdoba, para todos los ingresantes al ciclo lectivo 2016 y subsiguientes, 

disponiendo que el estudiante que culmine y egrese del Segundo Ciclo recibirá el Título de 

Bachiller, acompañado de un  informe de capacidades adquiridas a modo de anexo. 
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La resolución ministerial 311/16, fue publicada en el Boletín Oficial de la provincia en 

el mes de abril de 2016, la misma es una ampliación de la resolución 667/11, que se propone 

“regular los procesos de integración, titulación y certificación, de los trayectos escolares 

realizados por los estudiantes con necesidades educativas derivadas de la discapacidad en el 

Nivel de Educación Secundaria y sus modalidades.” 

Así resuelve, en su Art. 2, que todo estudiante con discapacidad que curse en escuela 

común, recibirá su titulación con validez nacional, sólo si ha aprobado todos los espacios 

curriculares del plan de estudios vigente, priorizando los aprendizajes y contenidos 

fundamentales estipulados por el Ministerio de Educación de la provincia. Para ello, la 

escuela a la cual el estudiante pertenece, podrá flexibilizar el cursado de las materias por 

correlatividades y no por año lectivo, no teniendo límite de edad para tal fin. 

Según esta resolución, para los estudiantes con necesidades derivadas de la 

discapacidad que no pudieran acceder a la totalidad de los aprendizajes y contenidos del plan 

de estudios cursado en escuela común, se les otorgará el título provincial de Bachiller, 

aplicando la malla curricular de Educación Especial de Nivel Secundario, establecida en la  

Res. 712/15. Para esta circunstancia, la decisión será tomada en conjunto por el equipo 

docente, directivos, equipos terapéuticos, la familia y la dirección de educación especial. Si 

los estudiantes. De no poder acceder a la totalidad de los espacios curriculares, la institución 

educativa común, otorgará una certificación de trayecto recorrido. 

Además, estos estudiantes podrán concurrir a una escuela especial para cursar los 

espacios curriculares a los que no puedan acceder, y completar su trayectoria escolar, 

manteniendo una doble matriculación, y pudiendo contar con la oferta por parte de esta 

institución, de un trayecto de formación laboral, certificado por la Dirección General de 

Educación Técnica y formación Profesional.  

Esta resolución entró en vigencia para estudiantes que ingresaron a 1° año en el 2016. 

Derogando de forma progresiva la resolución 635/08. Este último documento es una 

ampliación de la Res. 1114/00, disponiendo que se aplique sólo para Nivel Medio de 

Educación Secundaria de enseñanza común, y la consignación del texto “Este alumno ha sido 

evaluado en base a su proceso de integración y en función de adaptaciones curriculares que 

responden a una modalidad de Educación Especial. Ver Informe de Competencias 

Adquiridas”, en todo documento de evaluación como de certificación emitido por la 

institución a la que concurra el estudiante, siempre y cuando se hayan llevado a cabo 

adecuaciones curriculares significativas y/o diversificación curricular. En este caso, también 
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deberá acompañarse toda certificación final de estudios de dicho nivel, por un Informe de 

Competencias Adquiridas, cuyo formato corresponde al Anexo I. 

Además, contempla para el caso de que se haya eliminado algún espacio curricular, 

permitido en ese momento, completar el casillero correspondiente a la/s misma/s en el 

informe, con la leyenda: “Asignatura eliminada por Resolución N°…” 

Esta resolución cuenta con un Anexo II, que consta del Glosario y el Instructivo para 

la elaboración del Informe de Competencias Adquiridas.



 
 

 

   

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Capítulo 3 

IMPORTANCIA DE LA FORMACIÓN DOCENTE EN INCLUSIÓN EDUCATIVA / 

DEL CONOCIMIENTO DEL MARCO LEGAL PARA LA EDUCACIÓN INCLUSIVA 
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Educar es conmover. Educar es donar. Educar es sentir y pensar no apenas la propia 

identidad, sino otras formas posibles de vivir y convivir. Si ello no ocurriera en las escuelas, 

probablemente el desierto, el páramo, la sequía, ocuparan todo el paisaje de los tiempos por 

venir.  

Carlos Skliar 

 

La inclusión de estudiantes con discapacidad en escuelas de nivel es hoy un derecho 

en nuestro país. La educación inclusiva, entendida como la educación para todos, supone 

atender y responder de manera oportuna y pertinente a sus necesidades educativas. 

Para llevar a cabo la educación de estos estudiantes, es necesario que las instituciones 

generen condiciones sostenidas en valores y en normativas que atiendan a las singularidades 

de cada uno de ellos. Éstas pueden ir desde prácticas pedagógicas diversificadas, hasta la 

planeación de los apoyos individuales que permitan el acceso al  aprendizaje con equidad. 

Brindar respuesta a la diversidad es uno de los principales desafíos del sistema 

educativo argentino, pero también es el motor de cambio para ofrecer una educación de 

calidad en igualdad de condiciones. No es una tarea fácil, requiere el compromiso de toda la 

comunidad educativa (docentes, equipos de gestión, familias y estudiantes),  participando 

activamente en proyectos que favorezcan el desarrollo de las competencias cognitivas, 

afectivas, sociales, estéticas y éticas. Como dice López Melero (2011) “La educación 

inclusiva es un proceso para aprender a vivir con las diferencias de las personas. Es un 

proceso, por tanto, de humanización y supone respeto, participación y convivencia” (p. 41). 

De esta manera, la inclusión debe concebirse, no como un complemento del sistema 

educativo, sino como un proceso abarcativo y global que lo integra. Es por ello que no 

alcanza con realizar cambios infraestructurales únicamente, o con modificar actividades 

áulicas, o de tiempos escolares; es decir, no se trata de una transformación técnica u 

organizativa, sino más bien, que para lograr una verdadera metamorfosis educativa, es 

necesario mover los cimientos, promoviendo un cambio de enfoque cultural y político 

fundado en el respeto por todos los estudiantes, y en el reconocimiento de las obligaciones 

que tiene el sistema educativo de adaptarse a las necesidades de cada uno de ellos, respetando 

y garantizando sus derechos.  
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Educar desde esta perspectiva, fundada en los derechos humanos, se ampara en lo 

establecido por la Convención sobre los Derechos del Niño, y por la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad.  

El artículo 24 de la CDPD, así como el artículo 28 de la CDN, reconoce el derecho de 

cada niño y niña a la educación sobre la base de la igualdad de oportunidades. 

Además, la CDPD enfatiza que esta debe ser proporcionada de forma inclusiva en 

todos los niveles y exige explícitamente que los niños y niñas con discapacidad no 

queden excluidos del sistema general de educación a causa de su discapacidad. 

(Unicef, 2014) 

Construir una escuela basada en este paradigma de inclusión, requiere de una 

multiplicidad de factores, entre los que el docente tiene un rol fundamental. “No caben dudas 

de que los docentes son constitutivos del acto educativo y que forman parte 

indeclinablemente de que este derecho sea garantizado” (Ullman, 2016, p, 16). Es necesario 

que los docentes se conviertan en  agentes de cambio, con valores, conocimientos y actitudes 

que permitan a todos los educandos tener éxito. 

Frente a una realidad en constante transformación, que se refleja indefectiblemente en 

las aulas, los educadores deben ser capaces de desarrollar y desplegar múltiples habilidades y 

competencias que den respuestas acordes a los tiempos transitados; lo cual les exige trabajar 

conjuntamente, o mejor dicho colaborativamente, ya que el trabajo en equipo permitiría, no 

sólo socializar los recorridos profesionales acumulados, sino además reflexionar, investigar, 

problematizar y crear prácticas pedagógicas novedosas. Pero todo ello no sería posible, sin 

docentes bien preparados y comprometidos con su tarea.  

Granada Azcárraga y otros (2013), sostienen que la actitud de los docentes es 

fundamental en el proceso de inclusión educativa, entendiendo por actitud un conjunto de 

percepciones, creencias, sentimientos a favor o en contra y formas de reaccionar ante la 

postura educativa que centra su esfuerzo en el logro de los aprendizajes de todos los 

estudiantes. Particularmente, las actitudes referidas a la inclusión educativa tienen un impacto 

directo en la disposición de los educadores hacia la inclusión de las PCD. Una actitud positiva 

hacia prácticas inclusivas va a favorecer dicho proceso. En tanto una actitud negativa 

minimizará las oportunidades de aprendizaje y participación de estudiantes con algún tipo 

especial de necesidades educativas.  
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Si la escuela quiere optar por un enfoque más inclusivo, que ofrezca mejores 

oportunidades de desarrollo y participación a todos los estudiantes, tendrá que en su 

conjunto comprometerse y hacerse cargo de cada uno de sus miembros, funcionando 

de un modo diferente, innovando en sus políticas, cultura y práctica al interior de la 

comunidad para sostener esta nueva manera de enfrentar el proceso educativo con 

mayor calidad. Este cambio debiese impactar positivamente la actitud del profesorado 

encargado de interactuar directamente con todos los estudiantes que forman parte de la 

escuela. (Granada Azcárraga y otros, 2013, p. 58) 

Uno de los factores de influencia positiva en la actitud de los docentes hacia la 

inclusión educativa, es la formación y la capacitación permanente, que les permite prepararse 

y actualizarse, para responder adecuadamente a las distintas demandas de un alumnado con 

capacidades, ritmos, estilos de aprendizaje, intereses y motivaciones diversas. 

En este sentido, según un estudio realizado por Leticia Angenscheidt Bidegain e 

Ignacio Navarrete Antola sobre las actitudes de los docentes hacia la inclusión educativa 

(2017), existen varias investigaciones que describen que los docentes reclaman mayor 

capacitación. “Sánchez, Díaz, Sanhueza y Friz (2008), sostienen que el 92% de estudiantes de 

pedagogía, manifiesta que los docentes de educación regular no tienen la formación necesaria 

para atender a los alumnos con NEE. Diferentes estudios señalan la importancia de la 

formación docente como un factor decisivo para hacer posible el proceso de inclusión 

educativa (Arnaiz 2003; Stainback & Stainback, 1999). De Boer et al. (2011) manifiestan que 

los docentes no se sienten bien preparados para atender las necesidades de sus estudiantes con 

discapacidad en sus aulas”. Incluso los resultados arrojados por ellos revelan que “Con 

respecto a tener las habilidades necesarias para atender la diversidad en su clase, el 46% 

siente no tenerlas y el 70% indica no estar lo suficientemente capacitado para atender a 

alumnos con NEE.” En un Estudio Internacional sobre la Enseñanza y el Aprendizaje llevado 

a cabo por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo (OCDE) en 2018 determinó 

que un 57% de los docentes que participaron del mismo mencionó que la enseñanza para un 

alumnado con capacidades, ritmos, estilos de aprendizaje, intereses y motivaciones diversas 

no constituye parte de su educación formal inicial.  



54 
 

 

En lo que respecta a nuestra provincia, la actualización académica o formación situada 

en inclusión, ofertada por el Ministerio de Educación desde el Instituto Superior de Estudios 

Pedagógicos (ISEP), sólo es destinada a diferentes perfiles como ser: personas que se estén 

desempeñando en el rol de Docente de Apoyo a la Inclusión (DAI) en establecimientos de 

gestión estatal dependientes de la D.G.E.E y H, del Ministerio de Educación de Córdoba (que 

cuenten con título docente de nivel Superior en Educación Especial, o título de 

psicopedagogos o psicomotricistas y titulación docente o certificación de formación 

pedagógica), o bien, personas que cuenten con título docente de nivel Superior en Educación 

Especial y que se desempeñen en establecimientos de gestión estatal dependientes de la 

D.G.E.E y H del Ministerio de Educación de Córdoba. Es decir, la oferta únicamente incluye 

a docentes de educación especial o profesionales que trabajen como DAI en proceso de 

inclusión de estudiantes con discapacidad.  

En lo que respecta al municipio de la Ciudad de Córdoba, actualmente, oferta una 

capacitación para docentes pertenecientes a escuelas municipales, brindando formación en 

atención a la diversidad pero sólo para asistir a estudiantes con discapacidad auditiva en el 

nivel inicial y primario.  
Por otro lado, el Instituto de Inclusión Social del Defensor del Pueblo de la provincia 

de Córdoba realizó en el año 2021, un estudio donde se indagan las percepciones de los 

Equipos Directivos y DAI en relación a los procesos de inclusión educativa de niños y niñas 

con discapacidad, en las escuelas de nivel primario de la Ciudad de Córdoba, en contexto de 

pandemia. Uno de los principales hallazgos del estudio se refiere a la identificación de los 

obstáculos con que se enfrentan las instituciones educativas para sostener procesos de 

inclusión en el marco de instancias de enseñanza-aprendizaje que sean eficaces. Si bien, éstos 

se encuentran vinculados al contexto pandémico, entre los primordiales obstáculos, desde la 

percepción de las/os DAI, como barrera desde el contexto escolar, se identifican los 

“Impedimentos vinculados a: la conceptualización del proceso de inclusión, el conocimiento 

de resoluciones ministeriales, infraestructura, entre otros”. También, pueden observarse que 

ante la pregunta sobre la valoración de los procesos de inclusión, principalmente en las 

respuestas de los directivos, aparecen expresiones como: “Son los docentes de grado quienes 

realizan las adaptaciones curriculares para aquellos niños que no cuentan con centros de 

integración.”; “niños integrados”; ''integradoras”; términos que demuestran una falta de 

vocabulario adecuado y actualizado, y por ende, un deficiente dominio de las teorías que lo 

sustentan. Por su parte las/os DAI sostienen, frente a la misma pregunta, expresiones como:  
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La valoración que hago es insuficiente. No por la pandemia, en términos escolares eso 

está generalizado, sino por desconocimiento por parte de las instituciones sobre las 

responsabilidades y obligaciones para con los y las estudiantes con discapacidad como 

sujetos de derecho a la educación. Siendo la escuela pública (de gestión privada o 

pública) quien tiene la obligación de responder a tal derecho constitucional para con 

los y las estudiantes con o sin certificado de discapacidad”; “es necesario trabajar 

fuertemente en la provisión de recursos materiales y de capacitación a docentes y 

directivos para que se apropien e incorporen correctamente el concepto de inclusión, 

dado que no es lo mismo estar en el aula que habitarla”; “aún falta organización y una 

verdadera mirada inclusiva. Esta situación puso al descubierto la realidad, los temores, 

la no preparación de las escuelas, y sobre todo que no siempre consideran a la persona 

con discapacidad, como parte integrante de la comunidad educativa.” (Instituto de 

Estadísticas y el Instituto de Inclusión Social del Defensor del Pueblo. 2021, p. 19) 

 Por último, entre las conclusiones del estudio se menciona como una de las medidas 

para favorecer el acceso a la educación, el sostenimiento de las formalidades de los procesos 

de inclusión educativa, no especificándose propuestas excepcionales para las/os estudiantes 

con discapacidad. 

En un trabajo de investigación realizado como tesis de grado de la Licenciatura en 

Ciencias de la Educación de la Facultad de Educación de la Universidad Católica de Córdoba, 

que indaga la formación docente en los planes de estudio de los Institutos Superiores de 

Formación Docente (ISFD) de Nivel Inicial y Nivel Primario de la provincia de Córdoba, para 

conocer la mirada y postura frente a la inclusión escolar de PCD de los equipos de gestión de 

los ISFD, además de indagar acerca de la presencia o no, de la formación específica en 

inclusión escolar de PCD en la formación docente de los profesionales egresados, durante los 

años 2015-2020, y consultar aportes de especialistas en inclusión escolar al respecto, estos 

últimos “reconocieron falencias en la formación docente inicial para hacer posible escuelas 

inclusivas, ya sea por falta de conocimiento por parte de los docentes en torno al marco legal 

vigente, del concepto de inclusión y del diseño universal”. También los equipos de gestión, 
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sostuvieron que debido a las pocas herramientas que se brindan a los docentes en su 

formación inicial, la misma resulta insuficiente para la implementación de prácticas 

educativas inclusivas.   

Con respecto a los profesionales recientemente recibidos y encuestados, se pudo 

identificar en sus respuestas que la gran mayoría ha recibido formación específica en 

cuanto a la inclusión de personas con discapacidad en alguna asignatura particular, sin 

embargo, más del 30% manifestó no haber recibido formación específica en este 

aspecto. Los encuestados pudieron expresar que, ante la concreción de prácticas 

inclusivas, han transitado por sensaciones de confusión y de insuficiencia por falta de 

herramientas pedagógicas. Ante esta situación, un gran número de ellos coincidió que 

en la formación docente hay un abordaje insuficiente del tema que nos convoca, 

manifestaron que la educación es un derecho que debe ser garantizado en igualdad de 

condiciones y oportunidades para todos los estudiantes, que todo docente como 

profesional de la educación debe contar con herramientas que permitan concretar este 

derecho y que la capacitación, además de ser un tema fuerte y necesario de formación 

continua, no quita que se profundice y se trabaje de manera transversal y concreta en 

la formación docente inicial. (Mancho y otros, 2020, p. 44) 

En síntesis, los docentes en general, requieren de instancias de capacitación que les 

permita superar un modelo tradicional, rehabilitador y asistencialista de la discapacidad, por 

un enfoque inclusivo de la educación basado en un modelo social de la discapacidad, con una 

perspectiva desde el derecho de las PCD, que garantice una educación integral con 

participación social plena.  

En este sentido, cobra relevancia proponer instancias de capacitación docente, que por 

medio, en este caso, de talleres, abarquen, no sólo los conceptos fundamentales sobre 

inclusión, sino además, presenten como propuesta, el conocimiento del marco legal vigente 

que encuadra los procesos de inclusión de estudiantes con discapacidad, poniendo como eje 

central, los derechos de las PCD.



 
 

 

   

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Capítulo 4 

PROYECTO DE CAPACITACIÓN DOCENTE: “ENFOQUE INCLUSIVO DE LA 

EDUCACIÓN. LEGISLACIÓN VIGENTE EN RELACIÓN A LOS PROCESOS DE 

INCLUSIÓN EDUCATIVA. DERECHOS, RESPONSABILIDADES Y ALCANCES” 
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Metodología: 

El presente proyecto de capacitación docente se realizará a partir de la implementación 

de talleres como modalidad de trabajo. 

Ander Egg (1991) define al taller como un  lugar donde se trabaja, se elabora y se 

transforma algo para ser utilizado. Traspolado a la pedagogía, es un sistema de enseñanza-

aprendizaje mediante la realización de algo que se lleva a cabo conjuntamente. Por ello lo 

describe con características principales: 

- Es un aprender haciendo o aprendizaje por descubrimiento, es decir que el 

aprendizaje del taller se da en la práctica concreta, en grupo, superando la 

división entre formación teórica y práctica y reemplazando la modalidad 

expositiva de mero hablar.  

- Tiene una modalidad participativa, todos realizan aportes para resolver 

problemas concretos en determinadas tareas. Es una pedagogía de la pregunta. 

- Es un entrenamiento que tiende al trabajo interdisciplinario, es decir, es un 

ámbito de actuación multidisciplinar, asumiendo el carácter complejo de la 

realidad, adquiriendo el conocimiento de un tema que será abordado desde una 

perspectiva globalizante. 

- El rol del tallerista es el de sensibilizar y motivar a los participantes, 

proporcionarles información adecuada, alentar a la reflexión e interrogación, 

presentar los contenidos de manera dinámica e interesante y relacionar la 

información que brinda con las situaciones reales y concretas que se viven. 

Además, el autor remarca la importancia de la capacidad de diálogo, como elemento 

sustancial. Esto también incluye la escucha activa, con interés y empatía. 

La propuesta estará destinada a docentes de Nivel Primario de Educación, que 

acompañan procesos de inclusión educativa: equipo docente, miembros de equipos de gestión 

educativa, profesionales que desempeñen la función de DAI. 

El proyecto consiste en la realización de dos encuentros presenciales, donde se lleven 

a cabo actividades grupales e individuales, teóricas y prácticas, que les permitan a los 

participantes construir conocimientos y herramientas respecto del enfoque inclusivo de la 

educación y del marco legal vigente en la Provincia de Córdoba, favoreciendo su adecuada 

aplicación, como también, generar una mirada más profunda, contextualizada y crítica de 

dicha cuerpo normativo. 
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Objetivos: 

● Objetivo General: Capacitar a los docentes de Nivel Primario sobre el enfoque 

inclusivo de la educación, y la normativa vigente que sostiene los procesos de 

inclusión escolar en la provincia de Córdoba, desde una perspectiva de derechos. 

● Objetivos específicos: 

- Sensibilizar sobre el cambio necesario para generar la escuela inclusiva y 

reflexionar sobre sus implicancias en la práctica educativa. 

- Contrastar, distinguir y reflexionar acerca de los diversos conceptos que 

definen el enfoque educativo de la educación. 

- Contribuir a lograr una mayor información, conocimiento y análisis respecto 

de los convenios celebrados a nivel internacional y el cuerpo normativo a nivel 

nacional y provincial que sustentan las prácticas inclusivas en las escuelas de 

Nivel Primario. 

- Desarrollar habilidad para identificar y aplicar la normativa vigente en 

situaciones concretas. 

- Valorar críticamente las modificaciones legislativas y reflexionar acerca de su 

aplicabilidad. 

Programa de trabajo: 

Eje 1: Conceptos 

- Diferenciación conceptual: mirada integracionista/enfoque inclusivo de la 

educación.  

- Modelo social de la discapacidad. Cambios a través del tiempo. 

Eje II. Marco legal: Internacional, nacional y provincial. Evolución histórica. 

Eje III. Resoluciones Ministeriales Provinciales. Evolución histórica. Resolución 1825/19. 

Eje IV: Evaluación. 

Estructura del Taller: 

Acreditación: Para dar por sentado este paso, los asistentes deberán ingresar mediante un 

código QR a un Formulario de Google, el cual tendrán que completar en un límite de tiempo y 

por única vez.  

Este cuestionario tendrá el objetivo de evaluar los conocimientos previos de los participantes. 

Además, será utilizado como herramienta de evaluación al final del taller. 
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https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSe_Wv4GMSbvuCflQz6iZHI0dQpjcy0fpIObp7k

0KspvDj7j9w/viewform 

 

Encuentro N° 1: 

Duración: 3:30 hs. 

Actividades Tiempo Recursos 

Bienvenida a los participantes.  

Asignación de una tarjeta con un color a 

cada uno (los colores y las cantidades, serán 

seleccionados de acuerdo a la cantidad de 

personas inscritas al taller). 

5 minutos (9-

9:5) 

Tarjetas de papel de 

diferentes colores 

Presentación del programa y cronograma del 

taller. Detalle de ambos encuentros. 

Espacio para preguntas. 

15 minutos 

(9:20) 

PowerPoint 

Computadora 

Proyector 

Presentación de un video (sensibilización).  

Se realizará una reflexión sobre el mismo y 

se analizará  el hecho de la diversidad y su 

implicancia en la educación 

(Etiquetas, palabras de uso cotidiano y el 

impacto que causan en los estudiantes, 

actitud frente a la diversidad). 

30 minutos 

(9:50) 

video:  

https://youtu.be/Ji6wpPS

k0PY 

Computadora 

Proyector 

Equipo de sonido 

Discapacidad: evolución histórica 

conceptual (Exposición teórica) 

15 minutos 

(10:05) 

Prezi 

Computadora 

Proyector 

Espacio para aclarar dudas. 10 minutos 

(10:15) 

 

Se formarán pequeños grupos, teniendo 

como criterio, igual color de las tarjetas.  

Los participantes deberán clasificar frases 

referidas a inclusión e integración educativa 

en un cuadro comparativo. (Anexo I) 

20 minutos 

(10:35) 

Hojas con frases  

Hojas blancas 

Tijeras  

Plasticolas 

Puesta en común de lo trabajado. Diálogo 

grupal. Construcción conjunta, tomando 

nota en una pizarra, de la diferencia entre 

inclusión e integración. 

20 minutos 

(10:55) 

Pizarra 

Fibrones para pizarra 

Receso: se les brindará a los participantes,  

un desayuno/merienda. 

20 minutos 

(11:15) 

Infusiones 

Agua caliente y fría. 

Endulzantes 

Productos de panadería 

https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSe_Wv4GMSbvuCflQz6iZHI0dQpjcy0fpIObp7k0KspvDj7j9w/viewform
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSe_Wv4GMSbvuCflQz6iZHI0dQpjcy0fpIObp7k0KspvDj7j9w/viewform
https://youtu.be/Ji6wpPSk0PY
https://youtu.be/Ji6wpPSk0PY
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Presentación: Modelo 

integracionista/enfoque inclusivo de la 

educación. Exposición teórica. 

15 minutos 

(11:30) 

Prezi 

Computadora 

Proyector 

“Pensamos en  nuestras instituciones”: ¿A 

qué enfoque educativo pertenecen? 

Se realizarán nuevos agrupamientos. 

Criterio: cada miembro tendrá una tarjeta de 

color diferente.  

Deberán dialogar y volcar sus ideas en el 

papel, ejemplificando y justificando con 

situaciones experimentadas. 

30 minutos (12) Tarjetas de papel de 

diferentes colores 

Hojas en blanco 

Lapiceras 

Puesta en común de lo trabajado. Diálogo 

grupal. 

20 minutos 

(12:20) 

 

Cierre del encuentro: Se solicitará a las /los 

asistentes, que voluntariamente comenten 

sus conclusiones acerca de la jornada. 

10 minutos 

(12;30) 

 

 

 

 

 

Encuentro Nº 2: 

Duración: 3:10 hs. 

Actividades Tiempo Recursos 

Bienvenida. 5 minutos (9:5)  

Lectura breve del programa del taller, para 

recordar conceptos trabajados. 

5 minutos (9:10) Power Point 

Computadora 

Proyector 

Se realizarán las siguientes pregunta, 

como disparadores  para pensar las 

respuestas entre todos: 

-¿Por qué debemos trabajar en inclusión 

educativa? ¿Puedo no hacerlo? ¿Dónde 

está escrito que es obligación hacerlo? 

Presentación expositiva de los acuerdos 

internacionales que sustentan la inclusión 

educativa. Normativa Nacional y 

Provincial vigente.  

Se abordará detenidamente la Resolución 

ministerial Nº1825/19. Recorrido temporal 

de Resoluciones ministeriales 

antecedentes. 

45 minutos (9:55) Prezi 

Computadora 

Proyector 

Equipo de sonido 

Espacio para responder dudas o preguntas. 10 minutos (10:05)  
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Receso: se les brindará a los participantes,  

un desayuno/merienda. 

15 minutos (10:20) Infusiones 

Agua caliente y fría. 

Endulzantes 

Productos de panadería 

Estudio de un caso: Se presentará a todo el 

grupo un caso hipotético de un estudiante  

con discapacidad en proceso de inclusión 

educativa.  

En pequeños grupos deberán analizarlo e 

identificar la consideración o no de la 

normativa vigente. 

En las situaciones donde no se aplica 

correctamente dicha normativa, justificar y 

proponer los caminos de resolución 

adecuados. 

25 minutos (10:45) Hojas impresas 

Hojas blancas 

Lapiceras 

 

Puesta en común y análisis de lo trabajado. 

Diálogo grupal.  (En caso de ser necesario 

se realizarán anotaciones en una pizarra). 

20 minutos (11:05) Pizarra 

Fibrones  

Se les solicitará a los participantes que 

vuelvan a responder el cuestionario de 

Google Forms, el cual tendrán que 

completarse en un límite de tiempo y de 

manera individual.  

10 minutos (11:15) Computadora 

Proyector 

Internet 

 

 

 

Se expondrán resultados y se realizará una 

comparación de los datos obtenidos por 

medio del Formulario de Google 

respondido, tanto para la acreditación del 

taller como en esta última instancia. 

Exposición dialogada. 

20 minutos (11:40) Computadora 

Proyector 

Internet 

 

Cierre del taller: Se solicitará a las /los 

asistentes que voluntariamente, comenten 

sus conclusiones acerca de la jornada. 

Presentación de un video, para reflexionar 

sobre lo trabajado. 

20 minutos (12:10) Video: 

https://youtu.be/Utmvhb

hHtG0 

Computadora 

Proyector 

Equipo de sonido 

Evaluación: Se utilizará un Formulario de Google, enviado a todos los asistentes por medio de 

su correo electrónico, para la evaluación del taller dictado. 

https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSflGJpVG63wskuSnFAygNPoA90jdlnkN5TT_E

ZglqGp_Rt1GA/viewform?usp=pp_url

https://youtu.be/UtmvhbhHtG0
https://youtu.be/UtmvhbhHtG0
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSflGJpVG63wskuSnFAygNPoA90jdlnkN5TT_EZglqGp_Rt1GA/viewform?usp=pp_url
https://docs.google.com/forms/d/e/1FAIpQLSflGJpVG63wskuSnFAygNPoA90jdlnkN5TT_EZglqGp_Rt1GA/viewform?usp=pp_url
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Como se expuso en este trabajo, largo y ancho es el camino recorrido sobre la 

educación de las PCD, y puede verse como el cambio de la conceptualización acerca de la 

discapacidad ha sido fundamental y relevante para concebirlas finalmente, como personas 

sujetos de derecho, lo que llevó indefectiblemente, a que los Estados tuvieran que asumir su 

rol de garante, y crear marcos legales y políticas públicas para resguardar el ejercicio de los 

mismos. Así, la educación se torna un derecho fundamental e irrenunciable de todas y todos, y 

el enfoque inclusivo, viene a representar el modelo educativo capaz de mostrar la diversidad 

como un valor enriquecedor de lo humano, para centrarse, no en el estudiante y sus 

limitaciones, sino en las escuelas y sus barreras, de modo de derribarlas para lograr la plena 

participación personal y social, principalmente de los sectores más vulnerables de la 

población, y entre ellos, particularmente de las PCD. 

Para concretar este modelo educativo, un punto clave se presenta en la formación 

continua de los docentes que posibilite procesos de enseñanza y aprendizaje integrales y de 

calidad. Por ello es que, propuestas de diseño de talleres de capacitación que les ofrezcan los 

conocimiento sobre las bases normativas que rigen los procesos educativos inclusivos, para 

adquirir herramientas apropiadas en su aplicación; como también, les permitan conocer y 

aprehender las conceptualizaciones referidas al enfoque inclusivo desde una perspectiva de 

derechos, se convierten en instancias beneficiosas para el encuentro y la socialización e 

intercambio de saberes y experiencias pedagógicas.  

A su vez, no caben dudas del reconocimiento jurídico que existe sobre la inclusión 

educativa en la variada normativa internacional, nacional y provincial, lo cual demuestra un 

avance en esta materia. Sin embargo, las políticas y programas nacionales y provinciales aún 

no responden, ni resuelven, lo garantizado por dichos marcos legales, y son escasos los datos 

concretos de los seguimientos que informen sobre las acciones en esta temática.  

Por último, nos preguntamos acerca de la inclusión: ¿alcanzan las razones jurídicas?, 

¿tener docentes preparados y capacitados técnicamente es garantía de responder a la 

desigualdad? Quizás las respuestas deben encontrarse en debates más complejos, o en 

discusiones éticas que recuperen el sentido más profundo de la diversidad humana, aquella 

que encontramos todos los días, pero que al decir de Carlos Skliar  nos coloca en el centro de 

la escena, no la cuestión de “qué pasa con el otro”, sino la cuestión acerca de “qué pasa entre 

nosotros”. 
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Anexo I 

MATERIALES PARA EL TALLER DE CAPACITACIÓN  
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CUADRO COMPARATIVO 

Converse con los integrantes de su grupo y coloque las frases que se encuentran debajo donde 

crean que corresponde 

INTEGRACIÓN INCLUSIÓN 

  

 

El centro y el curriculum debe adaptarse a los estudiantes. 

Le da a cada estudiante lo que necesita 

Se tienen altas expectativas sobre todo el estudiantado. 

Es acoger la diferencia. 

Les da a todos los estudiantes lo mismo. 

Persigue eliminar las barreras que le impiden participar en el sistema educativo y social.  

El estudiantado se adapta al curriculum. 

Se evalúa el proceso en relación a las capacidades. 

Es aceptar la diferencia. 

Fomenta la cooperación de toda la comunidad. 

Busca que el estudiantado con discapacidad se adapte al centro y al grupo, y responda a la 

norma. 

Todo el estudiantado con NEE se incorpora a la escuela ordinaria con los apoyos 

necesarios. 

Todos los niños aprenden juntos. Considera la diversidad como valor. 

Se evalúa el resultado. 

 


